Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 4 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“Carpeta N* 1188/2013. Minería de Gran Porte - Regulación. Proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes (Distribuido 2056/2013). 


Los señores Víctor Bacchetta, en representación del Movimiento por un Uruguay Sustentable 
(MOVUS), y Raúl Viñas, remiten notas solicitando audiencia con la Comisión para trasmitir su opinión 
sobre el proyecto de ley de Minería de Gran Porte. 


La Cámara Industrial de la Vestimenta remite nota solicitando ser recibidos conjuntamente con 
el Sindicato Unico de la Aguja a efectos de considerar la propuesta consensuada con empresarios y 
trabajadores para superar los problemas de competitividad y sostenibilidad del sector. 


La Asociación Uruguaya de Energía Eólica remite invitación para participar de las IV Jornadas 
Internacionales de Energía Eólica, a realizarse en el Salón de Actos del LATU, los días miércoles 12 y 
jueves 13 de junio del corriente año. 


La Cámara de Industrias del Uruguay remite nota invitando a los integrantes de la Comisión a 
una reunión con la Mesa Directiva de la Cámara para tratar temas relativos a la situación de la industria 
nacional. 


La Dirección de Protocolo y Ceremonial del Ministerio de Relaciones Exteriores remite nota 
comunicando la visita de una delegación del Bundestag Alemán de la Comisión de Turismo, quien 
solicita tener una reunión con el Grupo de Amistad Interparlamentario Uruguay-Alemania y con las 
Comisiones de Turismo de ambas Cámaras”. 


-Si los señores Senadores están de acuerdo, analizaremos todos estos pedidos, uno a uno, 
para ver qué hacemos con ellos. 


La primera solicitud es del Movimiento por un Uruguay Sustentable. Entiendo que es un tema 
que debemos discutir luego de haber recibido al señor Ministro, para después fijar la forma de trabajo 
que nos vamos a dar, porque quizás tengamos que citar a alguna persona más. Si les parece bien, 
citaríamos a todos el mismo día y lo organizaríamos cuando fijemos el Orden del Día y la forma de 
trabajo. Me estoy refiriendo al primer pedido de audiencia, que lo realizan los señores Víctor Bacchetta, 
en representación del Movimiento por un Uruguay Sustentable, y Raúl Viñas, quienes solicitan ser 
recibidos para considerar el proyecto de ley por el que concurre hoy el señor Ministro. Entonces, si los 
señores Senadores están de acuerdo, cuando fijemos el régimen de trabajo, resolveremos a quiénes 
vamos a recibir. 


En síntesis, si los señores Senadores están de acuerdo, una vez que se retire el Ministro 
pasaremos a resolver ese tema. 


(Apoyados.) 


-Ahora bien, como la Cámara Industrial de la Vestimenta con el Sindicato Único de la Aguja - 
que al parecer tienen una propuesta consensuada- han solicitado ser recibidos y, a su vez, la Dirección 
de Protocolo y Ceremonial del Ministerio de Relaciones Exteriores ha pedido mantener una reunión con 
la Comisión de Turismo de ambas Cámaras -por lo que también nos corresponde a nosotros 
atenderlos-, quizás podríamos fijar un solo día para estos encuentros. 


SEÑOR COURIEL.- Nuestra intención es darle prioridad al tema minero. De manera que nos gustaría 
avanzar todo lo que pudiéramos en la minería de gran porte, para después recibir a delegaciones que 
vienen a plantear otros temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como se trata del Sindicato Único de la Aguja y la Cámara Industrial de la 
Vestimenta que, repito, tienen una propuesta consensuada entre empresarios y trabajadores para 
superar problemas de competitividad y sustentabilidad del sector -que es algo que puede afectar el 
empleo de muchas personas-, la Comisión podría fijar algún día para realizar una reunión -que de 
pronto podría llevar media hora-, aunque no sea en el régimen habitual, para poder recibirlos. Lo 
mismo sucede con la invitación cursada por la Cámara de Industrias del Uruguay para visitar sus 
instalaciones. 


SEÑOR COURIEL.- No hay ningún problema en cuanto a que la Cámara de Industrias haga esa 
invitación. 


En cuanto al otro caso, no hay ningún proyecto de ley que se vincule al acuerdo 
consensuado entre la Cámara de la Industria de la Vestimenta y el Sindicato Único de la Aguja. Si 
hubiese algún proyecto de ley en juego, no tengo ningún problema en hacer una sesión especial, pero 
quisiéramos avanzar todo lo que podamos en materia de minería de gran porte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Obviamente el Presidente actuará acorde a lo que decida la mayoría, que en 
este momento está integrada por el oficialismo. Sin embargo, dado que el Sindicato Único de la Aguja y 
la Cámara Industrial de la Vestimenta tienen una propuesta consensuada entre empresarios y 
trabajadores que no conozco, y que no sé cuánto tiempo llevará el proyecto de ley sobre minería de 
gran porte, quizás se podría hacer el esfuerzo y un día recibirlos por lo menos media hora. Si el 
oficialismo entiende que no hay que recibirlos, no lo haremos porque es una cuestión matemática: 3 a 
1 es mayoría. 


Por tanto, le haremos saber a la Cámara Industrial de la Vestimenta y al Sindicato Único de la 
Aguja que por el momento no los podemos recibir porque la Comisión se encuentra abocada al estudio 
del proyecto de ley sobre minería de gran porte. 


SEÑOR COURIEL.- Si me permite, señor Presidente, cuando una delegación determinada solicita 
audiencia no se acostumbra responderle que no la vamos a recibir porque tenemos otras prioridades; 
en realidad, se acostumbra fijar una fecha posterior o esperar el momento adecuado, pero no es que 
no los queramos recibir. De ninguna manera es así. 


Además, sería importante que la Secretaría nos hiciera saber si existe algún proyecto de ley 
vinculado al sector de la aguja; de ser así, lo veríamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Indudablemente no sé cuál es la costumbre en este ámbito, pero puedo decir 
que cuando me solicitan una audiencia y no la puedo conceder inmediatamente, explico el motivo, 
pues me parece que no hay nada de malo en decirlo. No obstante, si la mayoría de la Comisión 
considera que no es necesario explicar cuál es el motivo, no lo diremos y haremos lo que ella decida. 
El Presidente, respetuosamente, va a hacer lo que decida la mayoría, o sea, por ahora, no recibir a la 
delegación porque estamos abocados al estudio del proyecto de ley sobre minería de gran porte. Si 
eso es lo que resuelve la mayoría, reitero, respetando esa decisión, la acataremos. 


En consecuencia, encomendaremos a la Secretaría a que no fije día y hora ni dé una 
respuesta hasta que esté terminado el estudio del proyecto de ley sobre minería de gran porte. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Acá se habla de que se ha entregado una nota. Quisiera confirmar si es una 
nota o si nos adelantaron una propuesta de proyecto. En todo caso, se les podría solicitar que si han 
llegado a un acuerdo nos lo hagan llegar por escrito. De ser así, sería conveniente que se repartiera a 
los Senadores y, una vez que esté radicado en la Comisión -si es como plantea el señor Senador 
Couriel; parece que sí-, se fije día y hora para una reunión. 


SEÑOR CLAVIJO.- Quiero informar que en el mes de abril tuve una reunión con representantes de la 
Cámara Industrial de la Vestimenta y el Sindicato Único de la Aguja, a efectos de intercambiar 
opiniones ante la situación que padecía el sector respecto a los puestos de trabajo y la competitividad. 
A partir de esa instancia se elaboró una propuesta, de la que dispongo una copia. Sería interesante 
que se hiciera circular entre los señores Senadores de la Comisión, para ir profundizando sobre este 
tema. 


Concuerdo en que la prioridad está en el estudio del proyecto de ley sobre minería de gran 
porte, pero la situación de la actividad de la industria de la vestimenta nos genera una preocupación tal 
que, en mi opinión, deberíamos abordar rápidamente. 


Por lo tanto, propongo que se distribuya el material que mencioné; que nos comuniquemos 
con la Cámara y el Sindicato a efectos de saber si quieren hacer otros aportes y, en su caso, repartirlo 
a los señores Senadores para que vayamos tomando conocimiento del tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores me permiten, voy a hacer una propuesta distinta: 
que dos o tres Senadores, no en sesión de la Comisión como tal, recibamos a la delegación que 
solicita audiencia, a efectos de poder adelantar una respuesta. Por lo que veo, en la carta de solicitud 
de audiencia, el sindicato expresa que para la implementación de la propuesta, que no implica costo 
para el Estado, se debe contar con la más amplia voluntad política. Al mismo tiempo, solicita una 
entrevista a fin de explicitar dicha propuesta, para que sea tomada en cuenta en el marco de las 
políticas necesarias para la construcción del país productivo que se necesita. 


Podríamos solicitar que nos enviaran la propuesta por escrito y en futuras reuniones fijar la 
celeridad con que atenderíamos este asunto. Consulto a los señores Senadores si están de acuerdo. 


(Apoyados.) 
-Bien, haremos eso. 


Sobre la solicitud de la Asociación Uruguaya de Energía Eólica, quiero decir que solamente 
se trata de una invitación a unas jornadas, por lo que creo que no habría más que tomar nota al 
respecto. 


En cuanto a la Cámara de Industrias del Uruguay, que invita a los integrantes de la Comisión 
a reunirse con su Mesa Directiva para tratar temas relativos a la situación de la industria nacional, creo 
que nos invitan a concurrir a su sede, por lo que sería fuera del horario de sesiones. Por Secretaría se 
me informa que la invitación sería para el próximo martes 21 a las 11 y 30 horas de la mañana. Tengo 
entendido que se está por fijar una sesión extraordinaria para la semana que viene por lo que podría 
suceder que coincidieran los horarios. Si les parece bien a los señores Senadores, le 
encomendaríamos a Secretaría la tarea de coordinar un día y un horario en el que puedan concurrir 
todos los integrantes de la Comisión. 


(Apoyados.) 


-Entonces, le cederíamos esa potestad al señor Secretario para que haga las coordinaciones 
del caso. 


SEÑOR HEBER.- ¿Qué sesión extraordinaria del Senado podría haber la semana que viene? 


SEÑOR COURIEL.- De acuerdo a la información con la que cuento, el 21 de mayo se convocaría a 
una sesión extraordinaria para oír una exposición del señor Senador Gallinal sobre la CIDE. 


SEÑOR HEBER.- ¿Por qué no podríamos concurrir a la Cámara de Industrias del Uruguay a las 11 y 
30 horas, si la sesión empieza a las 9 y 30 horas y no habría Media Hora Previa? 


SEÑOR COURIEL.- No lo sé. Normalmente, cuando tenemos una sesión es difícil saber cuándo se 
terminará. 


SEÑOR HEBER.- Está bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, reitero: ¿le encomendamos al señor Secretario la tarea de 
coordinar estos aspectos? ¿Está bien así? 


(Apoyados.) 


-Sobre el otro punto de los asuntos entrados debo decir que creo que tenemos poco margen 
porque parece que una delegación del Bundestag Alemán de la Comisión de Turismo que, además de 
querer reunirse con el Grupo de Amistad Interparlamentario Uruguay-Alemania, también solicita un 
encuentro con las Comisiones de Turismo de ambas Cámaras, y hay que recordar que esta Comisión 
también es de Turismo. 


SEÑOR SECRETARIO.- El 28 de mayo se va a reunir el Grupo de Amistad Interparlamentario 
Uruguay-Alemania, y la idea es invitar a las dos Comisiones de Turismo -a la de la Cámara de 
Representantes y a la del Senado- a ese encuentro. 


SEÑOR COURIEL.- No hay ningún inconveniente al respecto, dependiendo de la hora. Según la 
información que manejo, el 28 de mayo habría una sesión extraordinaria para oír la exposición del 
señor Senador Pasquet sobre Venezuela. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La solicitud de reunión con la delegación del Bundestag Alemán de la 
Comisión de Turismo está fijada para la hora 16 y 30. Creo que sería bueno que todos lo que podamos 
concurrir tomáramos nota de esto. Entiendo que no hay obligación de ir, pero por lo menos quien habla, 
como Presidente, debe concurrir. 


SEÑOR CLAVIJO.- Creo que se traspapeló un pedido de audiencia del señor Raúl Viñas con respecto 
al tema de la minería de gran porte. Tendríamos dos solicitudes de audiencia para abordar ese tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido disculpas porque, en realidad, en los asuntos entrados figuran las dos 
solicitudes juntas porque son por un mismo tema. Las solicitudes son del señor Víctor Bacchetta en 
representación en representación del Movimiento por un Uruguay Sustentable y de Raúl Viñas. Si 
estamos de acuerdo, vamos a considerar estas solicitudes una vez recibido el señor Ministro y fijado el 
régimen de trabajo de la Comisión. 


(Apoyados.) 


-Por tanto, si los demás integrantes de la Comisión están de acuerdo, a continuación 
haríamos pasar al señor Ministro y sus asesores. 


(Ingresan a Sala el señor Ministro de Industria, Energía y Minería, la señora Subsecretaria de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, el Director de la Asesoría Macroeconómica del Ministerio 
de Economía y Finanzas y asesores.) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios y el señor Senador Agazzi, 
que hoy nos acompaña -que es bienvenido, por cierto-, tienen mucho gusto en recibir al señor Ministro 
de Industria, Energía y Minería, ingeniero químico Roberto Kreimerman; al economista Andrés 
Masoller, Director de la Asesoría Macroeconómica del Ministerio de Economía y Finanzas; a la 
arquitecta Raquel Lejtreger, Subsecretaria de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; a la 


química farmacéutica Raquel Piaggio, encargada de la Dirección de la Unidad Ambiental del Ministerio 
de Industria, Energía y Minería; a la economista Silvana Grosso y a la economista Ana Inés Morató, de 
la Asesoría Macroeconómica del Ministerio de Economía y Finanzas. Á su vez, me anuncian que se 
sumará en breves instantes el economista Pedro Buonomo, asesor del Presidente. 


En el día de hoy la Comisión ha dado ingreso al proyecto de ley, aprobado por la Cámara de 
Representantes, que regula la actividad minera de gran porte; en una eficiencia absoluta y total, al 
mismo tiempo que da ingreso al proyecto de ley, recibe al señor Ministro de Industria, Energía y 
Minería, a efectos de que realice los comentarios del caso y, obviamente, responda a las preguntas 
que los señores Senadores deseen formular. 


Por tanto, le cedo el uso de la palabra al señor Ministro, no sin antes decirle que es bienvenido 
y que le agradecemos que nos acompañe aquí una vez más. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Buenas tardes a todos. 


Tal como lo mencionó el señor Presidente, queremos agradecer especialmente la celeridad 
con la que han puesto a consideración del Senado el proyecto de ley relativo a la minería de gran 
porte, que cuenta con la media sanción de la Cámara de Representantes. 


Tenemos pensado hacer la presentación de esta iniciativa -que, como se dijo, se realizó en 
conjunto con representantes de varios Ministerios- de la siguiente manera. Dado que el proyecto de ley 
tiene varios capítulos y ellos se derivan de cuatro ejes que se han desarrollado, para la consideración 
de cada uno iremos cediendo el uso de la palabra al especialista respectivo. 


Antes de comenzar la presentación, permiítaseme decir que vamos a hacer una pequeña 
introducción, de manera de brindar toda la información previa sobre el proyecto de ley en sí. Ello nos 
permitirá saber en qué situación se encuentra nuestro país con relación a la minería. Aclaro que no 
daré lectura a toda la presentación, pero con mucho gusto la dejaremos en poder de la Comisión y 
haremos llegar a los señores Senadores una copia del material. 


Presentación del Ministerio de Industria, Energía y Minería (MIEM) 


Recordemos que este proyecto de ley relativo a la minería de gran porte, así definida, surgió 
con la idea de plasmar el Acuerdo Multipartidario de diciembre de 2011, que se basó en el estudio de 
cuatro ejes con perspectiva internacional en lo que hace, por ejemplo, a la transparencia en minería. 
Dentro de estos cuatro ejes se comprenden aspectos ambientales, sociales, económicos y de 
gobernanza, por supuesto, no relativos al Gobierno Nacional, sino a esa cadena de valor. Lógicamente 
que junto con esos cuatro aspectos lo primero que se hace es definir qué se entiende por minería de 
gran porte, definición que tiene que ver con nuestro país en particular y con nuestras dimensiones. 


Ese Acuerdo se plasmó luego en un proyecto de ley que procuró darle continuidad a los 41 
puntos que aquel contenía. Mientras que estos 41 puntos son programáticos, esta es una iniciativa más 
detallada donde surgen a veces distintas interpretaciones sobre algunos de ellos. La Cámara de 
Representantes lo aprobó el 17 de abril de 2013. 


En cuanto al marco conceptual podemos decir que esta ley complementa el Código de 
Minería, en el sentido de que intenta dotar al país de un instrumento de desarrollo de la minería de 
gran porte, con tres objetivos. Todos sabemos -y no es necesario reiterarlo porque lo dijimos muchas 
veces en el año 2011- que la minería es una nueva fuente de riqueza y de diversificación de la 
estructura productiva. Por tanto, es una fuente útil para el país, pero debe haber una protección 
adecuada del medioambiente, lo que a esta altura es fundamental en todo acto humano pero en el 
caso de la minería de gran porte cobra preponderancia por sus dimensiones y por ser una industria 
extractiva. Asimismo, debe contemplar -como en realidad siempre sucede con la minería- el desarrollo 
social y ambiental del lugar. El Estado debe participar -que es una tendencia creciente que luego 
detallaremos- de esas ganancias económicas y garantizar que quede un porcentaje justo para ambas 
partes, ya que si bien una buena proporción es propiedad del Estado, el empresario inversor arriesgó 
en la prospección y exploración. Como dije, esta es una tendencia que se está dando y que vamos a 


introducir en el capítulo relativo al impuesto de minería de gran porte. Este es el marco conceptual en 
el que debemos ubicarnos. 


Vayamos ahora a lo que es la minería para tener una visión de este proceso tan particular. 
En términos socioeconómicos la industria minera es una nueva fuente de ingresos para el país. De ahí 
la importancia de que cuando uno extrae un activo -hoy se habla de la contabilidad de activos; o sea 
que uno extrae un activo que tiene en su territorio- se creen nuevos activos a través de la propia 
imposición o de proyectos productivos y cadenas de valor. El ejemplo más extremo a este respecto es 
el que vimos cuando estuvimos en Canadá, donde por cada dólar extraído se logra hasta un dólar de 
un activo que queda en el país. 


Decía en este marco introductorio que esta es una nueva fuente de ingresos para el país, que 
se suma a actividades tradicionales como la agroindustria y las últimas que se han ido agregando: la 
industria informática y farmacéutica. Aspiramos a que se forme una cadena de valor -no solo a través 
de un emprendimiento minero; acá existe la posibilidad de cuatro, cinco o seis emprendimientos de 
cierta importancia-, que implicará dotarla de pasos en el futuro, como red de proveedores y servicios 
conexos. Recién nos referíamos al desarrollo local y la influencia que esto tiene sobre los puestos de 
trabajo, los salarios de los trabajadores en la zona y el desarrollo de infraestructura. Además, hoy 
existen todos los mecanismos, esto es, las leyes aprobadas por este Parlamento y la tecnología 
suficiente, como para llevar un control y manejo adecuado de los procesos de minería que, como todos 
sabemos, tuvieron significativos problemas en otros tiempos tanto en otros países como en el nuestro. 
Las características específicas de los emprendimientos mineros son de alto grado de intensidad de 
capital, de alto riesgo inicial, por la prospección y exploración que luego da lugar a la explotación, que 
no siempre la hace el mismo que explora y explota porque, en definitiva, los primeros son trabajos que 
tienen que ver con una especialidad más geológica y los segundos con una especialidad más 
ingenieril. Muchas de las grandes empresas del mundo sí son integradas, como por ejemplo Río Tinto y 
Vale S.A. y otras separan esas dos fases por su especialización. Estamos hablando de un horizonte 
prolongado, lógicamente por los costos, de una fuerte incertidumbre geológica ambiental; en fin, de 
recursos no renovables que, a veces, para distinguirlos de otros recursos naturales como los 
renovables, se les suele llamar commodities hard, y de propiedad pública de este recurso. 


En Uruguay no es que no existiera minería; existe desde hace muchísimos años, desde hace 
200 años, pero concentrada fundamentalmente en materiales para la construcción o para la industria: 
los áridos, la cal. Sí existe, desde hace unos cuantos años, una industria del oro -que es bien conocida 
desde hace muchos años-, de la que se da cuenta en la diapositiva que estamos observando. Los 
estudios que se iniciaron en la década del sesenta y del setenta mostraron una fuerte pujanza para 
conocer cuáles son las realidades de los recursos de nuestro país. Esto dio lugar, como decía, a 
alguna mina de oro, como la de Minas de Corrales, luego de que el empuje del ochenta se perdiera en 
los últimos años en lo que hace al conocimiento integral de los recursos que tiene el país. 


En definitiva, hay un cambio decisivo -ahora vamos a ver cuántas son las toneladas y los 
dólares que se explotan en la minería actual- en los últimos diez años en el contexto internacional. Los 
señores Senadores saben muy bien que hay un concepto que diferencia -pongamos por ejemplo el 
hierro que, quizás, sea el proyecto más grande, aunque no el único- la posibilidad de un yacimiento a lo 
que luego se transforma en una minería explotable, donde la brecha, básicamente, son los costos y 
beneficios. En Uruguay se sabía que existían determinados minerales -posiblemente existan otros 
adicionales-, pero lo que ha cambiado en los últimos años es la relación de precios, por lo menos, en 
los dos donde hay mayor prospección o exploración que son en el hierro y el oro, pero hay permisos 
otorgados para algunos otros minerales. Se concentra fuertemente en esos dos temas fuera de los 
tradicionales, esto es, áridos, cal, y en algún caso amatistas y demás. 


Hay un aumento muy fuerte de la demanda de metales que ha hecho que el precio del hierro, 
en particular, haya pasado de un valor de estabilidad permanente durante diez años, de U$S10 -lo 
podemos ver en la gráfica-, a una subida enorme que lo llevó a U$S 180 en su pico alto en el año 
2011; si bien luego bajó, aún se mantiene en valores diez veces superiores a la historia previa. 


El oro también tiene un fuerte aumento, como ustedes saben, pero los motivos son diferentes. 
En el hierro tenemos una demanda en la construcción, en la fabricación de nuevos elementos, un 
poquito menos en la salud -porque lógicamente consume mucho menos-, en todo lo que es 
industrialización en Asia, pero también en América Latina. Quiere decir que hay una demanda muy 


fuerte por este mineral y las oscilaciones se dan a partir de que la oferta -que es la contracara- se va 
ajustando permanentemente en función de que se comenzaron a agotar muchas de las minas 
tradicionales, pero que con los precios nuevos también comenzaron a ser rentables yacimientos que se 
conocían pero que no eran explotados. Entonces ahí el tema entre la oferta y la demanda es lo que 
hace oscilar esa curva que se mantiene en valores bastante altos. 


Fíjense que, en definitiva, los valores alcanzados hacen pensar en una alta rentabilidad de 
las empresas, pero esto también implica que hoy existan alrededor de cuarenta proyectos mineros en 
el mundo. Tengan en cuenta que los costos de la extracción minera son muy variables: en el caso del 
oro, dependen del porcentaje que se fija en la ley, mientras que para el hierro pueden ser de US$ 30, 
US$ 40 o US$ 50. La rentabilidad va a depender fundamentalmente de la variación de los precios 
internacionales. La estimación de la demanda suele ser bastante conocida y la determinación de la 
oferta es lo que, a veces, hace variar los precios en la relación entre la oferta y la demanda. En el caso 
del oro, este metal tiene un uso médico y otros, pero fundamentalmente hay un atesoramiento, que es 
lógico en un mundo que ha enfrentado una crisis muy fuerte en los últimos años. 


La minería en Uruguay ha representado US$ 200:000.000, lo que no es poco. Realmente 
aquí debemos marcar que la aparición de estas posibles explotaciones de gran porte -como se las ha 
llamado- ha llevado a un reforzamiento de las capacidades del Estado y una atención, en general, en 
algo que venía funcionando en una situación no demasiado buena, ya que tenemos muchos pozos de 
pequeñas y medianas empresas en diversos lugares. 


En definitiva, la producción se ha basado en un 72% de áridos para la construcción, en 14% 
de calizas y, a partir de los años noventa, en un mineral precioso que es el oro. Hasta el momento la 
industria de exportación por excelencia es la del oro; en el año 2012 había 200 micros y pequeñas 
empresas. Además, hay 1.500 personas ocupadas en el sector, lo que no es poco; este sector ya era 
bastante importante antes de que surgieran estos temas. 


En el cuadro se puede observar el territorio dedicado a la actividad minera, dividido entre 
prospección, exploración y concesiones para explotar. En este momento, entre los permisos en trámite 
y demás, el 18% del territorio nacional tiene algún permiso de prospección, que básicamente es la 
etapa de búsqueda de muestras en la que no hay perforaciones ni otro tipo de intervenciones en el 
terreno. Hay un 1,3% de exploración; lógicamente de acuerdo a la normativa baja el porcentaje de 
territorio en esta etapa. Luego está la explotación, que lógicamente se realiza en un terreno más 
pequeño. 


Ahora vamos a mostrarles los emprendimientos que, de una u otro manera, se nos han 
acercado. 


SEÑOR HEBER.- Como se habló de porcentajes, quisiera saber cuántas hectáreas denunciadas hay 
para prospección. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Hay un poco más de 2:000.000 de 
hectáreas denunciadas para prospección. 


SEÑOR HEBER.- Simplemente quería conocer ese dato. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Para complementar la pregunta del señor 
Senador Heber, señalo que el gran empuje se dio básicamente entre 2008 y 2011 en todos los 
terrenos. 


Voy a mostrarles lo más avanzado que se ha presentado, para que lo tomen en cuenta. En el 
caso de Aratirí, en el que se piensa llegar hasta la etapa del concentrado de hierro, hay un proyecto 
presentado de 18:000.000 de toneladas por año, con una inversión estimada de US$ 3.000:000.000 y 
está situado en Valentines. Gladiator Resources es un proyecto más pequeño de hierro que avanza en 
la etapa del arrabio, que es la primera para la obtención del acero; tiene altos hornos incluidos y 
400.000 toneladas por año con una inversión de US$ 360:000.000 por año; las cifras dan cuenta de 
que tiene procesos industriales y está ubicado más hacia Rivera. Por último, Orosur explota oro y, si 


bien ha cambiado de nombre, es una empresa que viene trabajando desde 1995. El producto es el 
doré, o sea oro con plata, ha facturado en el orden de US$ 100:000.000 anuales y está generando 
unos 600 empleos. Reitero que estos son los tres ejemplos más avanzados. 


Al principio se mencionaban unas cuantas empresas más de origen australiano o 
canadiense; aclaro que estamos tratando de volcar toda la información para tener el punto de partida. 


La zona minera uruguaya -esto tiene relación con la pregunta del Senador- se extiende en 
aquellas áreas que se fueron formando debido a las edades geológicas. Podríamos comenzar con la 
zona que abarcaría desde Lavalleja hasta Rivera, que es la zona central que atraviesa Valentines. En 
las tierras del litoral hay un porcentaje que son sedimentarias metamórficas, etcétera, es decir, hay 
zonas de distinto tipo. 


Para comenzar con el estudio del proyecto de ley, ahora hablaremos del rol del Estado, que es 
el tema que nos ocupa en esta presentación. 


El Código de Minería, que está vigente desde hace muchos años -en realidad, se trata de un 
texto bastante nuevo, porque ya existía otro anterior; concretamente, data de 1982-, es un código bien 
estructurado, garantista en líneas generales e, inclusive, fue mejorado. Esto es así porque en 2010 
presentamos modificaciones, que se aprobaron en 2011, previendo esta etapa de nuevos 
emprendimientos mineros que se aproximaba. Lógicamente, la previsión estaba basada en los factores 
que mencionamos anteriormente: en el constante aumento del precio, en el conocimiento del mapa 
geológico del Uruguay y en la ubicación, porque la previsión no se puede hacer sin conocer las 
reservas que es lo que, en definitiva, hace a la tarea del empresario minero: conoce el mapa y lo va 
perfeccionando. Una de las cosas que se ha hecho en esta Administración es dotar de recursos para el 
conocimiento profesional y geológico de nuestro país. El propio Parlamento votó -estamos en licitación- 
el mapa aerogeofísico, que es una inversión bastante importante que nos va a dar la total visualización 
del país en cuanto a las posibilidades que existen. Esto es muy importante para la promoción de la 
minería, porque ahí el minero parte ya de varios años adelantados en lugar de comenzar por algo que 
no conoce y tiene que andar buscando. 


De todas maneras, lo que es específico que esté -es decir, si es rentable o no la explotación, 
qué forma tiene y cuánto va a llevar-, ya es parte de las etapas de prospección y exploración privadas. 
En el caso de minería metálica, hicimos varias propuestas que fueron aprobadas y algunas 
modificadas por los señores legisladores. En cuanto a mayores requerimientos de planificación, esto es 
apenas lo que se hizo en 2011. Asimismo, se requiere mayor información acerca de los programas de 
inversiones. En definitiva, como ya dije, la minería no había sido lo suficientemente controlada en el 
pasado y ahora se abre una etapa de mayor control, exigencias de buenas prácticas mineras, impulso 
al valor agregado, con la obligación de dejar el 15%, no necesariamente aquí en el país, sino que 
existe una oferta primera en el país para promover la etapa de industrialización posterior que, como 
ustedes saben, es el arrabio, que se transforma en acero, y es básicamente la combinación de energía 
y de hierro, que son los elementos principales desde el punto de vista de costos. 


En cuanto a la adecuación del cálculo, decimos lo siguiente. En aquella época explicábamos 
que hay tres maneras de calcular el canon: en base a las unidades explotadas, en base a la facturación 
realizada o en base a las ganancias de la empresa. En aquel momento optamos por que el canon 
tuviera una base sobre la facturación para asegurar el cobro por parte del Estado, que había sido 
bastante variable en los años anteriores. También tenía elementos de reforzamiento y la propia Cámara 
agregó elementos -como la vista previa-, que hoy están siendo utilizados desde la primera etapa para 
la consecución y la mayor garantía social del tema. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, voy a comenzar a considerar en forma muy 
somera el proyecto en sí mismo, luego de evaluadas y niveladas las características mineras de nuestro 
país y vistas las tendencias mundiales, los precios y las modificaciones que se hicieron en el año 
2011. 


Hemos organizado el proyecto de ley sobre minería en distintos capítulos, el primero de los 
cuales tiene que ver con las definiciones de minería de gran porte. 


El segundo capítulo refiere al plan de cierre de minas. Se trata de un tema muy importante en 
la minería de gran porte. También lo es en la de pequeño porte, pero en ese caso el territorio es 
relativamente pequeño, aunque por supuesto tiene que cumplirse con esto. Como ya he dicho, nos 
está quedando la enseñanza de realizar un mayor control sobre esos territorios, que a veces quedan 
como un queso, por los pequeños agujeritos de las sucesivas caleras y demás. En definitiva, en la 
minería de gran porte hay territorios de muchas hectáreas y por eso la importancia del cierre de minas. 
En ese caso, su costo es mayor y debe estar previsto desde el momento inicial. 


El tercer capítulo tiene que ver con el contrato de concesión de explotación, que es un 
elemento -como verán los señores Senadores- que regulará las condiciones en las cuales se realiza la 
explotación, concomitantemente con los permisos ambientales y mineros que se deben tener. Aquí se 
regulan los temas de información, programación y varios otros, que son de extrema importancia 
cuando estamos hablando de mucho material, como en este caso. 


En cuarto término tenemos el régimen tributario. Como decíamos, la tendencia en el mundo 
es creciente. En un mapa -que hoy no vamos a presentar- figura cómo todos los países han cambiado 
su forma de tributación en el tema y muestra que la mayor parte del mundo ha considerado que 
estamos frente a un recurso cada vez más escaso. Por ende, corresponde llegar a niveles -esto varía 
en los distintos países- que andarán en el entorno del 50% de las ganancias mineras como 
recaudación del Estado, por el agregado de un nuevo Impuesto a la Minería de Gran Porte, que 
complementa el canon y el Impuesto a la Renta de las Actividades Empresariales. De esta manera se 
conjunta un sistema que tiene como particularidad que el Impuesto a la Minería de Gran Porte es 
contingente al precio, como veremos, porque en este caso es muy variable y repercute en la ganancia 
operativa, porque el costo es mucho más estable. Entonces, si bien lo medimos por ganancias 
operativas, en realidad lo principal es que se trata de un impuesto a las ganancias extraordinarias, por 
así decirlo. 


En cuanto a los ingresos del Estado, veremos cómo se administran y cómo dan lugar a lo 
previsto en el Capítulo Vl, es decir, al Fondo Soberano Intergeneracional. Si decíamos que esto es un 
activo extractivo y que en el país debe quedar un porcentaje importante de este activo, debemos saber 
cómo se forma un Fondo para administrarlo, para que no golpee a la economía -porque esto influye 
mucho en los temas de cotización de la moneda y demás-, pero fundamentalmente para que las 
futuras generaciones tengan una buena parte de los recursos que hoy se extraen. Para ello, por parte 
de la Cámara de Representantes se ha aprobado la distribución, de una determinada manera entre el 
tiempo presente y el tiempo futuro, de todos los ingresos que se reciban por la minería de gran porte. 


En otras disposiciones veremos una variedad de temas que tienen que ver 
fundamentalmente con el canon de los superficiarios y con la conformación de la cadena de valor y de 
la transparencia en el sistema. Lógicamente siempre hay un cierre con disposiciones transitorias, por 
un tema que bien se apunta: estas normas son aplicables hacia el futuro. Veremos entonces cómo se 
trabaja esa parte en el caso de que haya una empresa con minería de gran porte. 


Voy a comenzar por el contenido y la definición de minería de gran porte. Uno de los 
aspectos que más se discutió en la Comisión Multipartidaria fue la definición de minería de gran porte. 
Para ponerlos bien en antecedente, diría que la Cámara Minera, que es la que agrupa a distintas 
empresas, es la que más ha discutido qué significa “minería de gran porte”. Por ejemplo, se nos dice 
que 18:000.000 de toneladas -es el caso de una de las empresas- es gran porte; está claro. Sin 
embargo, quizás US$ 100:000.000 para otra no lo sea. En ese ámbito, todos los actores políticos 
concordamos en tres criterios, que tienen que ver con el tamaño de nuestro país y con el hecho de que 
su territorio ya está cubierto con distintos tipos de explotaciones; o sea, no estamos en un territorio 
aislado, no estamos en un desierto. Quiere decir que algo que puede ser pequeño en un país minero 
tradicional, como Brasil o Australia, aquí podría ser bastante grande. 


En cuanto a los tres primeros criterios, puedo decir que si se cumple cualquiera de ellos, el 
proyecto de minería ya se considera de gran porte. 


Según el primer criterio, desde el punto de vista medioambiental se considera que el 
proyecto es de gran porte si la superficie es superior a 400 hectáreas de intervención directa. El 
segundo criterio refiere a cuando la inversión es superior a US$ 100:000.000 aproximadamente; se ha 


especificado en Ul porque esa es la forma de actualizarlo y de que todas nuestras leyes se vayan 
acompasando. El tercero de los criterios refiere a cuando el valor de comercialización es mayor a US$ 
100:000.000 anuales. Esto son los tres criterios y, si se cumple uno de ellos, como dije antes, alcanza 
para que automáticamente se defina y se aplique el resto de la ley a la minería de gran porte. 

Cabe aclarar que nuestros técnicos ya actualizaron la cifra: no son US$ 100:000.000, sino US$ 
115:000.000, debido a las variaciones en la moneda que todos conocemos. 


En definitiva, y en virtud de una propuesta realizada en su momento por los partidos políticos, 
existe la posibilidad de que se consideren otras variables, como el uso de sustancias o productos 
químicos peligrosos para la salud o el medioambiente, el requerimiento energético eléctrico superior a 
una determinada cantidad importante o la producción de drenaje ácido. En el proyecto de ley se 
recogen los criterios surgidos de la Comisión Multipartidaria y se especifican esas variables, haciendo 
mención a productos químicos peligrosos, etcétera, etcétera, según las convenciones internacionales. 


Estos últimos criterios son de consideración especial, y a diferencia de los primeros, que son 
automáticos -si uno de ellos se cumple el Poder Ejecutivo debe declarar el proyecto como de gran 
porte-, están sujetos al estudio de cómo se comportan los tres elementos mencionados. 


El proyecto de ley introduce una serie de definiciones que se hacen necesarias para 
proyectos de este tamaño, que implican no solo que haya un pozo de minería, sino plantas de 
beneficiamiento, lugares de reserva de gran importancia que no se dan en la minería de pequeño 
porte. Es así que se definen las actividades mineras propiamente dichas. Esta definición se ha hecho a 
propósito, porque hubo un acuerdo fundamental, según el cual en la actividad minera propiamente 
dicha, por su carácter extractivo de un recurso del Estado, no existen beneficios fiscales aplicables, 
aunque sí los hay en las etapas de industrialización, porque se quiere propender a una cadena de 
valor. 


Pues bien, se definen cuáles son las actividades mineras -los señores Senadores las tienen 
en el proyecto, pero también las pueden observar en la presentación que estamos haciendo-; cuáles 
son las actividades conexas a la minería, que ocupan mantenimiento de equipo y acopio de insumos 
químicos; y cuáles no se consideran actividades mineras, como las manufactureras, de agregado de 
valor, etcétera, etcétera. 


Otra de las definiciones importantes contenidas en el Capítulo |, tiene que ver con que hay un 
área de intervención directa -vale aclarar que este concepto lo aprendimos en esta misma Comisión en 
el año 2011-, que es donde se hace la explotación, la extracción del mineral y los depósitos, y un área 
de intervención indirecta, que es afectada para la ejecución de las demás actividades que rodean 
generalmente a la zona de explotación. 


Se incluye también un tema de orden, como es el que establece quiénes pueden ser titulares 
de proyectos, a los efectos de igualar estas disposiciones a la normativa nacional, y lo relativo a 
conjunto económico, que ha sido un problema durante los doscientos años de actuación minera. A 
esos efectos, se adaptan los criterios y explícitamente se incorporan los criterios de conjunto 
económico, lo que es un avance muy importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto a los señores Senadores si prefieren esperar a que el señor Ministro 
termine su exposición para plantear sus preguntas o ir planteándolas a medida que se va avanzando 
Capítulo por Capítulo. 


Consulto también al señor Ministro, porque obviamente va a tratar temáticas muy distintas 
unas de otras. 


Reitero: consulto a los señores Senadores si prefieren ir avanzado por Capítulo o si el señor 
Ministro prefiere hacer toda su exposición y después responder a las preguntas. 


SEÑOR HEBER.- Hay dos tipos de consultas. Unas se refieren a partes de la exposición del señor 
Ministro que nos gustaría aclarar y que no requieren de una intervención de nuestra parte sino, 
simplemente, de una pregunta aclaratoria para no interrumpirlo en su exposición, y otras son las 


consideraciones que podamos hacer a criterios políticos del proyecto de ley, que me parece que 
deberíamos esperar para hacerlas después. Por ejemplo, me gustaría que nos pudiéramos detener en 
el cuadro anterior para entender bien lo que afirma el señor Ministro, y así haríamos con algunos otros 
aspectos. 


No sé si los señores miembros de la Comisión estarían de acuerdo con este criterio. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Me parece un criterio adecuado. El 
planteo es que en este momento se hagan preguntas sobre la exposición y que luego se formulen las 
preguntas genéricas. 


SEÑOR HEBER.- En el cuadro anterior se hablaba de tener en cuenta a la gente que es lindera. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- En el proyecto de ley original que 
enviamos hablábamos de áreas linderas y luego se aprobó como áreas de intervención indirecta; más 
adelante podríamos analizar los motivos. 


SEÑOR HEBER.- Simplemente quería saber cuál era el concepto de lindero del Gobierno en este 
proyecto de ley, es decir, si considera que es el que está pegado, a 50 metros, a un kilómetro o a 500 
metros. O sea, quiero saber cuál es el concepto de lindero y hasta dónde se afecta, a juicio del señor 
Ministro. Nada más. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- En el proyecto original habíamos hecho 
una división en tres zonas: el área de intervención directa -que es muy clara-, el área de intervención 
indirecta -que tiene que ver con todo lo que va a ocupar la minería alrededor, con sus depósitos, usos 
de agua, etcétera, para poder ejecutar las actividades- y habíamos puesto un área lindera, que creo 
que en ese momento eran 100 metros, que operaría como un anillo de distancia de las áreas de 
intervención directa e indirecta. 


Lo que luego se vio en la Cámara de Representantes es que las zonas indirectas y linderas 
prácticamente se superponían porque ahí no hay actividad minera propiamente dicha. 


La pregunta del señor Senador es muy adecuada porque, en algún momento, en el año 2011 
habíamos hablado del tema de la repercusión sobre las zonas cercanas y de ahí surgió el concepto de 
lindero que incluimos en el proyecto de ley. Ahora bien, lo que pasó en la discusión es que se llegó a la 
conclusión de que al considerar el área indirecta, de la que no se había hablado antes pero que es 
ocupada realmente por el minero, prácticamente todos los linderos -en un gran porcentaje- iban a 
quedar ya comprendidos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De este primer capítulo quisiera plantear algunas dudas. 


El artículo 3" refiere a “todo proyecto de explotación de minerales metálicos, se encuentre o 
no en ejecución”. Obviamente, si está en ejecución ya se han otorgado determinados derechos y una 
ley posterior en el tiempo se estaría aplicando a otro proyecto que estuviera en ejecución, cambiando, 
en ese caso, las reglas de juego jurídicas. 


Entonces, mi primera pregunta apunta a saber si esa es la intención porque esto después 
tendría una cantidad de repercusiones, según cada capítulo y cada obligación, y la otra interrogante -la 
planteo para el análisis posterior- es sobre las obligaciones que se están incluyendo en la ley. Todo 
esto tiene que ver con mi primera inquietud. 


La segunda pregunta tiene que ver con el artículo 4”. En él se establece que el Poder 
Ejecutivo podrá calificar como de gran porte a proyectos mineros que presenten algunas de las 
condiciones como uso de sustancias o productos químicos peligrosos, requerimiento energético 
eléctrico anual superior a tanto, producción de drenaje ácido. En realidad, me llama un poco la atención 
la palabra “podrá”, que es discrecional del Poder Ejecutivo y no establece la obligación. Puede suceder 


que alguien produzca drenaje ácido y el Poder Ejecutivo no lo incluya, y que sí incluya a otro que 
produzca drenaje ácido. Menciono esto a los efectos de ir pensando en mejorar el texto y su redacción. 


Con respecto al artículo 7*, el Ministro habló de la localización y puedo decir que yo he visto 
que en algunos departamentos -esta pregunta está dirigida más hacia la Subsecretaria de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente- se están promoviendo referendos en las Juntas 
Departamentales para prohibir esta actividad. Eso debe ser al amparo de las normas de ordenamiento 
territorial que dan a las comunidades locales y a las autoridades departamentales determinadas 
potestades. En este sentido, no sé si este proyecto de ley, al referirse a la localización, ha previsto esas 
disposiciones de la Ley de Ordenamiento Territorial. 


Por último, nos llama la atención el artículo 9%, que habla de la titularidad, pues observamos 
que se prohíben las sociedades cuyo capital accionario estuviere representado por acciones al 
portador. En realidad, esto está establecido en la ley pues ya hay una identificación de todas las 
sociedades y sus propietarios, obligatoria ante el Banco Central. Entonces, aquella discusión de 
nominativa, o no nominativa, ha quedado un poco de lado a partir de esta ley que aprobamos en el 
Parlamento el año pasado o el otro. Aparentemente, para algunos se establece la posibilidad de que no 
tengan que ser nominativas. Obviamente, esto parece ser una repetición de normas genéricas ya 
establecidas, y si es en zona rural ya es obligatorio que las acciones deben ser nominativas, pues todo 
inmueble rural debe estar a nombre de una sociedad anónima con acciones nominativas desde hace 
mucho tiempo en el país. También me llama un poco la atención este punto. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- En cuanto a la primera pregunta 
formulada por el señor Senador, debo decir que lo que hace el Poder Ejecutivo es calificar la 
explotación minera como minería o no minería de gran porte, se encuentre o no en ejecución. La 
disposición transitoria que se encuentra al final, excluye a las que estén en ejecución de toda la carga 
fiscal adicional que se está previendo para el resto de la minería, por este tema de la retroactividad 
fiscal, pero sí se mantiene para ellas la parte que tiene que ver con consideraciones ambientales. Ese 
es el espíritu de esta clasificación. Por ejemplo, la empresa de oro que hoy está trabajando, si lo sigue 
haciendo con los permisos concedidos no se le aplicarán los capítulos fiscales sobre el caso. 


Con respecto al artículo 4", los distintos criterios -fueron propuestos siete y se redujeron a 
tres- hacen que se estudie cada caso. Si bien alguien puede tener drenaje ácido, no es lo mismo una 
explotación de cierto tamaño importante que una pequeñísima como para calificarla de gran porte. En 
este caso, estamos hablando de las que no son de gran tamaño pero sí tienen esta característica. 
Entonces, es propio de la reglamentación determinar hasta qué grado se llega en los estudios para 
poder calificarlas o no como de gran porte. Por ejemplo, en el caso de uso de sustancias químicas, 
puede haber una explotación bastante grande o muy pequeña y que drene de una manera o de otra; 
en Una situación, estaríamos aumentando la cantidad de minería de gran porte a la que le aplicaríamos 
la ley. Básicamente, esto da una visión acerca de las grandes explotaciones mineras. Ese es el motivo 
por el cual se estableció que el Poder Ejecutivo “podrá”; de todas maneras, eso será objeto de la 
reglamentación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Ministro se refirió al literal C) “Producción de drenaje ácido”, pero no 
se entiende el alcance que tiene el término “podrá” en el literal B) “Requerimiento energético eléctrico 
anual superior a 500 GWh (quinientos gigavatios hora)”. Esa discrecionalidad de calificar de gran porte 
a los proyectos mineros cuyo requerimiento energético eléctrico anual sea superior a 500 GWh, no así 
a quienes no los superen, no me parece muy adecuado. Lo mismo digo con respecto al literal A), que 
refiere al uso de sustancias o productos químicos peligrosos para la salud o para el medio ambiente. 
Entendí la explicación que el señor Ministro dio sobre el literal C), faltaría hacer lo propio respecto de 
los literales A) y B). 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- En cuanto al literal B), se da la siguiente 
situación. Puede ocurrir que el proyecto minero tenga varias etapas de industrialización y usar ese tipo 
energético en la etapa extractiva o de industrialización. Por lo tanto, son distintos envíos: en el caso 
extractivo, el hecho de usar gran cantidad de energía o, en el caso de la industrialización. Son dos 
sentidos diferentes para calificarlo de gran porte o no. 


Para explicar el literal A), le cederé el uso de la palabra a la Subsecretaria de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑORA SUBSECRETARIA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Voy a ampliar la información con respecto al tema planteado. 


Evidentemente, este artículo constituye un paso muy importante con relación a las 
consideraciones ambientales de los proyectos de minería en nuestro país. Está claro que estos tres 
puntos deben tener otro desarrollo en la reglamentación para ser especificados. Como ya se dijo, 
resulta claro que es más específico hablar de un requerimiento energético que tiene cuantificada una 
carga, que hacerlo respecto al uso de sustancias o productos químicos peligrosos para la salud o para 
el medio ambiente, los cuales deben ser referidos a la normativa nacional e internacional. Teniendo en 
cuenta que con el transcurso del tiempo se han ido impulsando nuevos convenios internacionales 
referidos a químicos, así como desarrollando distintas instancias de estos ámbitos que califican como 
peligrosos un número variable de productos, consideramos que eso debe estar sujeto a toda esa 
dinámica y especificado en la reglamentación. 


Precisamente, nuestro país ha sido muy activo en este capítulo de químicos vinculados a los 
temas ambientales. De hecho, en este momento, acaba de culminar un proceso a través del cual y 
luego de cinco años, se alcanzó una negociación internacional hacia un convenio jurídicamente 
vinculante sobre el mercurio, que también tiene relación con este tema. Por lo tanto, consideramos que 
incluirlo de esta manera en el proyecto de ley constituye un plus y que deberá estar especificado más 
concretamente en la reglamentación. 


Aprovecho para destacar que la legislación ambiental nacional referida a este punto es muy 
reconocida a nivel internacional. 


Los temas de ordenamiento territorial -que se verán en las próximas diapositivas, que 
refieren a los aspectos sociales y ambientales- por supuesto que fueron considerados. La mirada 
integral interinstitucional con la que se generó este proyecto de ley tuvo en cuenta el marco de 
desarrollo sostenible en lo que hace a lo ambiental, territorial y social. En este punto hay varios 
aspectos a considerar. Por un lado, tenemos el grado de desarrollo actual del país vinculado al 
ordenamiento y planificación del territorio. En este sentido, el Parlamento tiene a su consideración las 
directrices nacionales de ordenamiento territorial y del espacio costero, que implican un grado de 
acuerdo muy importante acerca del uso de los territorios. A su vez, el grado de desarrollo de los 
instrumentos a nivel regional, departamental o local tiene variantes, por lo que remitimos ese listado a 
la comisión especial que trabajó sobre este tema para que lo tuviera en cuenta. 


La Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible no prevé el mecanismo -que hoy 
se plantea en algunos departamentos- de juntar firmas para excluir una actividad, pero si existen otra 
cantidad de instrumentos, con participación pública, que implican otro tipo de procesos a los efectos de 
definir los usos del suelo. El proyecto plantea que la actividad minera puede darse exclusivamente en 
el suelo categorizado como rural y la Ley de Ordenamiento Territorial contiene un artículo que refiere 
específicamente a la actividad minera y plantea que aun en el caso de departamentos o localidades 
donde hoy existan instrumentos de ordenamiento territorial aprobados, en los cuales en forma previa 
no se haya detectado que existiera esta actividad, el hecho de que exista la posibilidad de extracción 
minera motiva la revisión del instrumento existente. Esto implica que se lleven a cabo todas las 
instancias de participación pública y de consideración que están previstas, que es el marco contenido 
en esta iniciativa. Quiere decir que no se generan mecanismos de decisión relativos a la temática del 
ordenamiento del territorio diferentes a los que figuran en la Ley de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible. 


SEÑOR HEBER.- Escuché atentamente la exposición, que me pareció muy ilustrativa, pero me 
gustaría saber si ya se elaboraron directrices mineras, como para poder saber dónde estamos. 


SEÑORA SUBSECRETARIA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
No. Lo que dije... 


SEÑOR HEBER.- Ya sé lo que dijo, pero como no lo mencionó, quería saber en qué etapa estaban las 
directrices mineras en la Dirección de Medio Ambiente, que es la que tiene que establecerlas, tal como 
lo prevé la propia Ley de Ordenamiento Territorial de manera obligatoria. 


SEÑORA SUBSECRETARIA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
En realidad, lo que yo mencioné anteriormente fue que lo que está a consideración son las directrices 
nacionales de ordenamiento territorial, en las cuales han participado todos los Ministerios, donde todas 
las actividades han sido puestas a consideración y donde se han establecido pautas para el uso del 
territorio de acuerdo a los intereses nacionales, con todas las instancias, pero no hay en desarrollo 
directrices mineras como tales. 


SEÑOR HEBER.- Pero la Ley de Ordenamiento lo establece. 


SEÑORA SUBSECRETARIA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Directrices mineras, no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo entendido que, obviamente, hay directrices nacionales y locales. Estas 
últimas surgen del trabajo que contrata la Intendencia; luego se aprueban en la Junta Departamental y 
termina elevándose a la Dirección de Ordenamiento Territorial, con algunos planes de adecuación 
integrada. Quizá, con el tema de las firmas -que no entiendo mucho cuál es la finalidad que tiene- se 
puede estar promoviendo algún tipo de norma departamental que impida este tipo de actividad. 
Entonces, estas son competencias departamentales dentro de la ley, y quizás hasta constitucionales. 
Obviamente que cuando se habla de localización está teniendo en cuenta que esa normativa existe 
para armonizar la normativa departamental con la nacional, y de ahí viene la pregunta de cómo están 
jugando unas y otras porque puede suceder que algún Gobierno o Junta Departamental establezca 
como una directiva que en determinada zona rural no se puede realizar actividad minera. Digo esto a 
partir de una experiencia personal que tuve cuando ocupaba a la vez el sillón que hoy ocupa el señor 
Ministro y el de Turismo. En esa oportunidad, ANCAP había solicitado desarrollar actividad minera en la 
zona de Laguna del Sauce -que es una zona turística cien por ciento- y, obviamente, allí privó el interés 
turístico. Eso que antes no estaba regulado, a partir de la Ley de Ordenamiento Territorial se regula 
mediante la actuación local y en base a las directrices nacionales. 


Esa conjugación de la localización con la actividad, como hay competencia departamental, fue 
lo que motivó la pregunta. 


SEÑORA SUBSECRETARIA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Volviendo al tema, quiero decir que es bien claro que la Ley de Ordenamiento Territorial recorre todas 
las escalas del territorio nacional -por supuesto que todas en el marco de lo que establece la 
Constitución- y que cada uno de esos instrumentos tiene sus mecanismos de aprobación: algunos ya 
están vigentes y otros están comenzando a desarrollarse. 


Dentro de estas grandes escalas -para hacer un paneo general-, además de los dos 
instrumentos que mencioné anteriormente, que son de alcance nacional, se ha trabajado en estrategias 
regionales de ordenamiento territorial con el acuerdo de conjuntos de departamentos. La que tiene 
mayor desarrollo, fundamentalmente, es la de la zona este. Esto tiene que ver con ir llevando en forma 
sincrónica y coherente todos estos procesos de ordenamiento territorial, sin diluir lo que son las 
especificidades que pueda haber en cada una de las escalas del territorio. Evidentemente, la escala 
regional atañe a cosas que exceden los límites administrativos departamentales, como sucede con 
muchos de los hitos del territorio, como a veces pasa con las cuencas u otro tipo de actividades. Las 
estrategias de la zona este tienen un importante grado de desarrollo y luego aparece otra escala -que 
creo es a la que se está refiriendo el señor Senador-, que es la departamental, que a su vez también 
tiene sus directrices, y también aparecen los planes locales, que abarcan microrregiones o escalas 
mucho más pequeñas y con mayor grado de detalle en cuanto a las características de lo que es el 
proyecto urbano territorial. 


Todas estas escalas, evidentemente, han sido respetadas, y así debe ser porque, además, la 
Ley de Ordenamiento Territorial está vigente y nuestro Ministerio ha hecho un esfuerzo importante en 
llevarla a cabo en conjunto con las Intendencias, dotándolas de recursos y asesoramiento técnico para 
que cada una de ellas desarrolle sus planes, de acuerdo a su entender y a las formas participativas 


que cada uno de sus territorios tiene previstas en la ley, y de acuerdo a lo que son las organizaciones 
de cada uno de esos departamentos. Como decía anteriormente, todo eso es lo que se puede y se 
debe recorrer. 


En términos del contenido del proyecto, aquí se está planteando que esta actividad quede 
restringida al uso del suelo categorizado como rural. Evidentemente, si un suelo está categorizado de 
otra manera, es patrimonial o está destinado a otros usos como el turístico, el texto tiene previsto que, 
una vez que se detecta la posible extracción minera, se hace la revisión de la categorización y cada 
instrumento resolverá si se mantiene la anterior o no, de acuerdo con todos los mecanismos que la Ley 
de Ordenamiento Territorial tiene previstos. No sé si con esto queda más claro el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está entendido. 
Queda por responder la pregunta relacionada con las sociedades anónimas. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- En la Cámara de Representantes se 
quiso incluir algunas consideraciones para que el proyecto de ley aprobado fuera explícito, aunque 
fuera redundante, para que a los efectos comunicacionales y legales quedara un proyecto completo de 
minería de gran porte. Por ejemplo, se incluye una definición de “desarrollo sustentable”, aunque ya 
está establecida en otras leyes. Asimismo, se plantea el tema de la titularidad. Esto se propone en el 
proyecto de ley de la Cámara de Representantes; no venía en el texto original. Lo que se desea es que 
quede autocontenida allí toda una situación distintiva de la minería de gran porte. 


Solicito al señor Director de la Asesoría Macroeconómica y Financiera del Ministerio de 
Economía y Finanzas, economista Andrés Masoller, que se refiera en particular a la titularidad sobre la 
que el señor Senador pregunta, pero ese es el sentido de uno de los artículos que resulta redundante 
con respecto a otras leyes. 


SEÑOR MASOLLER.- Complementando los comentarios del señor Ministro, me interesa destacar que 
en el Acuerdo Multipartidario ya se establecía que si el titular del emprendimiento de megaminería era 
una sociedad anónima, debía tener acciones nominativas. En la discusión en la Cámara de 
Representantes se entendió que este era un concepto muy restrictivo y, a propuesta del Partido 
Independiente, se acordó hacer el agregado correspondiente. Por lo tanto, esto no fue iniciativa del 
Poder Ejecutivo, sino que se intentó contemplar los diferentes aportes de todas las fuerzas políticas, en 
este caso del Partido Independiente, y se decidió incluir este artículo 9%, que puede ser redundante en 
el marco actual pero, como bien dijo el Ministro, nos ayuda a completar todo el cuerpo legal de lo que 
es la minería de gran porte en Uruguay. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Continuamos con la presentación. 


Como decíamos al principio de la exposición, este es un trabajo en equipo y las disposiciones 
ambientales serán explicadas por la señora Subsecretaria de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. 


SEÑORA SUBSECRETARIA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Como acabo de mencionar algunos de los aspectos planteados, quisiera hacer referencia solamente a 
ciertos puntos contenidos en el proyecto de ley que hacen a la gestión ambiental. 


Antes que nada queremos reiterar que, a nuestro juicio, la gestión ambiental incluye no solo 
este aspecto, sino también el territorial y el social; los incluimos cuando consideramos el tema global 
ambiental junto con quienes participamos en la elaboración de este trabajo. Pensamos que esto debe 
hacerse con un contenido integral vinculado a las definiciones de desarrollo sostenible que tiene 
nuestro país en su legislación, las que, además, fueron ratificadas y desarrolladas desde la 
Conferencia Río+20 en adelante. Por lo tanto, también nos parece importante que esas 
consideraciones ambientales posteriores a esta Conferencia, y que se incluyen en este proyecto de ley, 
sean coherentes en ese desarrollo. Por ello tiene algunos énfasis que, si bien están contenidos de 
hecho en la legislación previa, aquí aparecen definidos con otra carga. En esto quisiera destacar, por 


supuesto, la necesidad que existe, en cada uno de estos proyectos, de un estudio de impacto 
ambiental completo, con auditorías y con todo lo que ya prevé la ley. 


Según se menciona en este proyecto de ley presentado, se debería incluir un análisis de 
impacto urbano. En el caso del impacto urbano -como decía anteriormente-, los estudios de impacto 
ambiental hoy pueden considerar -y de hecho consideran- la posibilidad de realizar este tipo de 
análisis. En este proyecto de ley ya estaba previsto que contuviera ese capítulo con un desarrollo 
específico, precisamente por lo que implica en términos demográficos, de actividades en el territorio en 
general, sobre todo en las distintas etapas y dependiendo de los proyectos a nivel de las localidades 
cercanas a la explotación minera. Al inicio de esta presentación se mostraba en un cuadro el número 
de trabajadores que implican los proyectos que hoy están presentados y lo que se aspira es a la mejor 
integración social, territorial y urbana de todos estos proyectos. Ese énfasis y ese destaque en el 
impacto urbano lo que hace es reafirmar esa visión integral del estudio de impacto ambiental. A modo 
de ejemplo, a la fecha están en estudio algunos proyectos como el que presentó Aratirí en su 
momento, y ello ha implicado un reforzamiento de las áreas sociales y de ordenamiento del territorio en 
el estudio, que en este caso ya queda definido por ley. 


Por otro lado, con relación al uso rural del suelo ya me había extendido anteriormente, por lo 
cual no lo voy a reiterar. 


Quiero señalar que todos los temas vinculados a lo ambiental han sido referidos luego de un 
importante trabajo con relación a lo que son las mejores prácticas internacionales, que es un proceso 
continuo con una gestión ambiental que hoy ya es exigente, pero que pretendemos que lo sea aún más 
en este caso, precisamente, teniendo en cuenta las características del recurso y el legado de las 
futuras generaciones, que está contenido en diversos aspectos que tienen que ver con esto. A nosotros 
nos importa considerar toda la actividad minera desde el inicio hasta el proceso de cierre de minas y 
poscierre de minas. Hoy hablaba de la sincronía y en este caso estaríamos ante la diacronía del 
proceso, a los efectos de ser responsables no solamente hoy sino en el futuro. 


Este proyecto de ley precisamente se enmarca en estos conceptos contemporáneos y con 
contenidos estructurantes de la propia ley, referidos a lo ambiental, que también suponen un paso 
importante, ya que no solamente se trata de lo que es el estudio del impacto ambiental, sino de lo que 
la ley ya dispone con relación al tema. Por eso es muy importante el capítulo referido al plan de cierre 
de la minería. Tal como se expresa en este caso, ese plan debe presentarse ante los dos Ministerios. 
En ese sentido, pretendemos asegurar esa visión integral a lo largo del tiempo, no solamente en esta 
etapa, sino que nunca se disocie el proyecto minero del proyecto ambiental territorial y que la mirada 
sobre el tema sea siempre de complementación. 


Lo más importante es la exigencia de reacondicionamiento posterior de los suelos, de modo 
de posibilitar el desarrollo de actividades poscierre u otros usos posteriores, con esa atención especial 
a la salud, a la seguridad de las personas y al medio ambiente, acompañando toda la vida útil del 
proyecto y transitando por todas las etapas que eso requiere. Para ello también hay mecanismos 
vinculados como, por ejemplo, la constitución de garantías de cumplimiento de esta normativa 
ambiental, de modo de tener la posibilidad de remediación o recomposición -en caso de que ocurrieran 
incumplimientos que causaran algún daño específico al ambiente- que posibiliten realmente la 
implementación de ese plan de cierre. 


Por otro lado, en el proyecto de ley se expresan todos los contenidos que debe tener ese 
plan de cierre, que precisamente incluyen estas medidas de reacondicionamiento, el proyecto posterior, 
los costos, cuáles serán los métodos de control y, sobre todo, cuál será no solamente toda la etapa 
inicial -de instalación de la operación-, sino también la de abandono. Cuando hablamos de las 
mejores prácticas a nivel internacional, los mayores aprendizajes son precisamente con relación a una 
mala experiencia, en muchos casos en lo que es la etapa de abandono. A veces aprendemos de las 
malas experiencias y no de las otras. Justamente, creo que es uno de los temas en donde a nivel 
internacional se ha avanzado más y en los que nuestro país evidentemente no tiene experiencia 
propia, porque no ha transitado por esas etapas finales en proyectos de minería de gran porte. 


Ese plan es ajustado y revisado cada tres años, como mínimo. Si hay un requerimiento, una 
necesidad o alguno de los Ministerios entendiera que hay algún punto que requiere de revisión, así se 


hará. Evidentemente tiene medidas de compensación de los impactos ambientales negativos, en 
concordancia con la evaluación del impacto ambiental del proyecto. 


En ese plan también estarán incluidos los montos y el plan de constitución de garantías. Todo 
eso no quedará estanco, sino que será revisado, actualizado y verificado cada tres años, de acuerdo a 
lo que establece la ley. 


A su vez, se establece un monto del 10% para contemplar las eventuales sanciones que 
puedan corresponder por concepto de daños, o sea, se incluye la gestión de riesgo, tratando de que 
desde esta escala normativa esté blindado todo el proceso con un mayor control y recomposición 
ambiental mediante el aseguramiento que ello implica, que es uno de los cometidos del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Por lo tanto, hemos tratado de ser muy exigentes en todo lo que respecta a este tema, 
porque entendemos que es parte de lo que debemos asegurar hacia el futuro. 


Con relación a los temas sociales que habían sido planteados en el Acuerdo Multipartidario, 
que son contemplados en el proyecto de ley, me gustaría mencionar que hay dos aspectos. Por un 
lado, los referidos a la participación social y a los ámbitos de gobernanza y de decisión con 
participación pública, y los específicos del proyecto minero que están en la órbita del Consejo Sectorial 
Minero, en la Comisión de Seguimiento y en las audiencias públicas previstas en el proceso de 
autorización ambiental. Digamos que lo que establecería la ley serían las mínimas necesarias, pero 
evidentemente siempre es posible generar otras instancias. Por ello, hay una serie diversificada de 
instrumentos de participación que hacen a la posibilidad de control de todos los aspectos vinculados al 
proyecto. El tema del control social es muy importante para nosotros, pues creemos que el hecho de 
fortalecer esos espacios de participación, dotándolos de un ámbito institucionalizado legal, hace a las 
mejores prácticas y nos va a proveer de elementos más adecuados para poder garantizar la calidad de 
la gestión ambiental en el futuro. 


Por otro lado, hay otros aspectos que son también sociales, que están contenidos en el 
proyecto de manera más o menos explícita. Hoy hablábamos del impacto urbano y, al respecto, 
queremos decir que la evaluación de los estudios de impacto ambiental se hace desde una perspectiva 
que incluye además de los elementos puramente ambientales todos aquellos que atañen al desarrollo 
sostenible e integral del territorio, es decir, lo que entendemos como la gestión sostenible del territorio. 
En el caso del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en el que funciona la 
Dirección Nacional de Aguas, tenemos la factibilidad y la necesidad de sostener en forma continua esa 
visión integral sobre este punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer más de una pregunta, la primera de ellas, referida al artículo 
11, en el que se establece que en el Plan de Cierre de Minas, como objetivo final se debe: “asegurar el 
reacondicionamiento de los mismos, a niveles tales que posibiliten el desarrollo de actividades post 
cierre u otros usos posteriores”. Considero que esa es una definición un tanto laxa. Sé que el 
procedimiento que se proponía en la primera solicitud presentada por la empresa Aratirí, que fue 
rechazada por la Dirección Nacional de Medio Ambiente, las actividades poscierre consistían en que 
las minas se llenaran de agua y quedaran para pescar o como decoración. 


Entonces, obviamente, quizás debería contenerse en el proyecto de ley algún tipo de 
definición más precisa sobre la actividad poscierre. De lo contrario, quedaría comprendida cualquier 
tipo de actividad ya que, en realidad, no se establece cuáles son las que pueden hacerse con 
posterioridad. Esta es la preocupación y mi primera pregunta al respecto. 


¿Hago las preguntas todas juntas o la señora Subsecretaria prefiere contestarlas de a una? 


SEÑORA SUBSECRETARIA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
En realidad, prefiero contestar primero esta inquietud. 


Con relación a las posibles actividades poscierre, quiero decir que desde nuestra 
perspectiva, nos parece que, de repente, son pocas porque contamos solamente las que 


visualizaríamos, ya que no tenemos experiencia en abandono de minas. Evidentemente, nos hemos 
remitido a la experiencia internacional, que es variada, y hoy es posible que algunas de esas 
actividades nos parezcan más compatibles que otras. Por ejemplo, la posibilidad de recuperar el suelo 
para uso ganadero podría ser una de ellas; en otros países también hay actividades turísticas 
específicas, ya sea en las lagunas vinculadas o en algún museo al aire libre; la variedad es infinita. 


Lo que queríamos decir es que nos parece que la ley no debería ser taxativa en cuanto a las 
actividades. Creo que las distintas escalas normativas pueden ir estableciendo otras pautas. No nos 
parece lo mejor limitar hoy los tipos de actividades porque, además, dependerán de las minas de las 
cuales se trate, de su localización, de las características de cada uno de los territorios que ocupan y de 
los distintos desarrollos -más sectoriales- que pueda haber. 


Lo que tenemos que asegurar es, precisamente, que esto se encuentre dentro del marco del 
desarrollo sostenible. Podemos ser muy imaginativos, pero también debemos ser responsables y, por 
lo tanto, hoy podemos aprobar proyectos que entendamos que a futuro tienen posibilidades de 
desarrollo, ya sea por la población que habita en los lugares cercanos, por las posibilidades de 
conectividad de ese punto con otros, etcétera. 


Digamos que estamos hablando de un equilibrio entre plantear algo que específicamente 
pueda ser más abierto y no limitar cosas que hoy no consideremos como actividad ya pensada y, a su 
vez, permitir, a través de otras escalas normativas -como la reglamentación o las pautas de evaluación 
ambiental que el propio Ministerio define-, que nos acerquemos más específicamente a los proyectos 
compatibles o no con esta actividad de cierre. 


No sé si se ha entendido el planteo. Me gustaría decir que cuando hablamos de un plan de 
cierre de minas nos referimos a una actividad que se va a desarrollar dentro de muchísimos años. 
Además, en este tema hay otros factores que no son solamente los del propio proyecto minero sino 
también los de las dinámicas del territorio, sus actividades y todo lo demás, que pueden ir 
condicionando las propuestas. Entonces, lo que nos parece más acertado es ser exigentes desde el 
punto de vista ambiental, pero sin especificar hoy cada una de las posibles actividades a desarrollar en 
la variabilidad de situaciones que pueden tener los proyectos y territorios. 


SEÑOR COURIEL.- Según la experiencia internacional en la materia -nosotros tenemos muy poca-, 
¿qué porcentaje del territorio de explotación minera se puede volver a utilizar en actividades 
productivas? ¿Tienen alguna indicación sobre esto? 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Digamos que las hectáreas en cuestión 
se pueden volver a utilizar; se les dan distintos usos según el caso. 


Volvamos al tema que había comentado al principio en el sentido de que, en nuestro caso, se 
trata de grandes extensiones de yacimientos de mineral de hierro cuya ley es bastante baja -un 28%- 
comparada con otros que tienen 55% o 60%. Lo mismo sucede en el caso del oro, que es de dos o 
tres gramos por tonelada. Básicamente, aquí ocurre que el gran porcentaje es de material estéril que 
luego puede volver a ser utilizado. En diversas partes del mundo, la reutilización ha tenido distintas 
derivaciones; en este sentido, podemos ver lugares turísticos en Europa o explotaciones ganaderas en 
otras zonas, de acuerdo a lo que se ha pedido, por lo que la experiencia en el mundo demuestra que 
todo el territorio es reutilizable bajo distintas modalidades. Estos son algunos de los ejemplos que 
ponía recién, debido al alto porcentaje de material que no es hierro dentro de la mina. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera comentar un ejemplo muy bueno sobre esto, y que no es 
internacional sino nacional. 


Si se visita la minera San Gregorio, en Minas de Corrales, se puede apreciar que se está 
ejecutando un plan de cierre muy bueno que ya ha llegado a etapas en las que está creciendo el pasto. 
Creo que sería muy bueno poder imitar estos ejemplos. 


Al hablar solamente de actividades de poscierre, me surge una preocupación que tiene dos 
motivos. El primero de ellos está dado por el plan que presentó la propia Aratirí, que proponía cerrar 


llenando con agua, lo cual no parece ser la mejor actividad poscierre. Obviamente estos aspectos nos 
preocupan cuando estamos por aprobar una ley. El otro motivo de mi preocupación está dado por el 
hecho de que cuando concurrieron a la Junta Departamental de Durazno los representantes de Aratirí - 
esto consta en la versión taquigráfica de la sesión- se les preguntó en qué iban a consistir las 
actividades poscierre, a lo que respondieron que el material que se sacara lo iban a volver a colocar. 
Ante esto se les dijo que el 30% se lo iban a llevar, por lo que querían saber cómo ¡iban a completar 
ese 30% que faltaba. A esto contestaron que lo harían trayendo tierra fértil de otro lado del Uruguay. La 
pregunta siguiente refirió al lugar de donde ¡ba a sacar esa tierra fértil. 


Obviamente, el proyecto de Aratirí es uno de los disparadores de este proyecto de ley; ahora 
bien, teniendo en cuenta que los representantes de Aratirí están afirmando estas cosas en la Junta 
Departamental de Durazno o en los estudios que presentan, creo que deberíamos ser más específicos 
en este punto. 


SEÑORA SUBSECRETARIA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Con relación a este tema, debo decir que evidentemente este proyecto de ley excede lo que es el 
proyecto de Aratirí, por lo que no nos podemos referir exclusivamente a él. No solamente existe lo que 
podría ser la enumeración de actividades posibles poscierre, sino que además contamos con un equipo 
técnico en continuo trabajo de fortalecimiento, en particular en este tema, y además está previsto el 
uso de algunos fondos. 


Además, tanto en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, como 
en el de Industria, Energía y Minería, se está trabajando en este momento con un proyecto de 
Naciones Unidas sobre fortalecimiento de capacidades institucionales. En el marco de una serie de 
acciones que venimos desarrollando para nuestros equipos técnicos, se analiza cuál es la calificación 
adecuada para evaluar qué cosa es razonable, qué cosa es un disparate o qué cosa es técnicamente 
correcta. En realidad, creemos que en forma continua todo eso irá generando más posibilidades. Se 
trata de equipos técnicos muy calificados y reconocidos. Por tanto, además de lo que puede ser el 
sentido común, contamos con los elementos de experiencia y capacidades para poder evaluar 
satisfactoriamente los proyectos. 


SEÑOR HEBER.- La señora Subsecretaria, Ministra Interina o Viceministra -como se prefiera llamarla- 
señaló que se encuentra a estudio del Parlamento el tema relativo a las directrices de ordenamiento 
territorial, en el que personalmente insisto mucho. Precisamente, en el artículo 9% de la Ley NO 
18.308, de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible, se habla de las Directrices Nacionales de 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible y dice que constituyen el instrumento general de la 
política pública en la materia, etcétera. 


En el literal c) se expresa: “La formulación de criterios, lineamientos y orientaciones 
generales para los demás instrumentos de ordenamiento territorial, para las políticas sectoriales con 
incidencia territorial” -naturalmente, estamos ante una política sectorial de explotación minera, y quizá 
me adelanté al concepto- “y para los proyectos de inversión pública con impacto en el territorio 
nacional”. ¿Hoy existe una política sectorial por parte del Poder Ejecutivo a estudio del Parlamento en 
cuanto al impacto minero? 


En el literal d) se establece: “La determinación de los espacios sujetos a un régimen especial 
de protección del medio ambiente y sus áreas adyacentes y las modalidades de aprovechamiento, uso 
y gestión de los recursos naturales”. Estamos exactamente encuadrados dentro de lo que consagra el 
artículo 9” de la mencionada Ley. 


Luego, el siguiente literal e) refiere a la propuesta de los incentivos y sanciones a aplicar por 
los organismos, que contribuyan a la concreción de los planes. 


De manera que la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible le pide al Poder 
Ejecutivo que mande esas directrices sectoriales y yo hablaba de las directrices sectoriales en cuanto a 
la minería. 


Me gustaría saber si esto lo tenemos a consideración porque, si mal no recuerdo, esta Ley se 
votó en el año 2008 -hace ya unos cuantos años- y allí se establece que estas directrices deben ser 
consideradas por el Parlamento en ese sentido. Insisto: me gustaría saber si tenemos esas directrices 
mineras sectoriales que nos permitan plantearnos el mapa minero del país. Allí podremos ver cuáles 
son las zonas en donde se puede explotar la minería bajo estas directrices y no tener dos millones de 
hectáreas declaradas o denunciadas. ¿Cómo se explica que haya dos millones de hectáreas con una 
política sectorial con respecto al tema de la minería? Formulo estas interrogantes para entender un 
poco el tema, porque no lo comprendo. 


SEÑORA SUBSECRETARIA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Evidentemente, las directrices nacionales contienen visiones sectoriales en forma armonizada y 
articulada en el territorio. No va a haber directrices de cada una de las actividades porque las 
directrices de ordenamiento territorial a nivel nacional van a contener una propuesta de armonización y 
articulación de todas esas actividades. 


Lo que se definió en estas directrices fue, precisamente, el concepto de “áreas de 
favorabilidad”. Cada una de ellas permeará las otras escalas -a las que nos referimos anteriormente- 
de los instrumentos de ordenamiento territorial, las cuales deberán ser tomadas por las directrices 
departamentales, de modo de ir definiendo cómo se articulará el territorio teniendo en cuenta, por un 
lado, las visiones sectoriales y, por otro, las integrales. Si cada uno de los Ministerios o de las 
actividades construyera un mapa, luego sería imposible superponer todo y tener un territorio en el que 
las actividades se desarrollen en forma equilibrada y armónica, de acuerdo a intereses nacionales, 
departamentales locales, siguiendo cada uno de esos aspectos. Por tanto, las directrices nacionales 
son el acuerdo más macro con relación a las actividades sobre el territorio. Por supuesto que tienen en 
cuenta las áreas sectoriales, pero no en forma independiente, sino relacionadas con los otros sectores 
existentes. El territorio es una conjunción compleja de intereses y se debe trabajar para lograr 
acuerdos en el territorio en función de las distintas potencialidades y las decisiones del caso. En ese 
sentido, el instrumento de las áreas favorables se conceptualizó con el fin de poder estructurar el 
territorio. Hay actividades, como la extracción minera u otras, que puedan estar en un territorio y no en 
otro. Evidentemente, la actividad minera puede estar donde se encuentra el recurso y, en ese caso, se 
debe estudiar cómo se compatibiliza con otras, que es lo mismo que sucede con los puertos y la zona 
costera. Quiere decir que hay algunas actividades que tienen una particular consideración pero luego 
deben armonizarse con las otras que se realizan en el territorio. 


Como mencionó el señor Senador Heber, los Gobiernos Departamentales son los que 
categorizan el suelo. Entonces, es en esa escala que, de acuerdo a los parámetros nacionales 
contenidos en la otra escala, se van definiendo los usos concretos de los suelos. 


SEÑOR HEBER.- Esa es una interpretación general de lo que establece la Ley de Ordenamiento 
Territorial, que para mí es concreto y sectorial. 


Ahora bien, en el Acuerdo Multipartidario -que tanto se ha mencionado- se establece que “La 
minería de gran porte es aceptable y genera procesos de desarrollo sostenibles si respeta las reglas y 
garantías rigurosas de gestión ambiental durante todo el proceso, incluyendo cierre y post cierre”, 
aspecto este último del que hablábamos recién y que el proyecto de ley maneja bastante bien. 
También establece: “Existe en el país un marco legal amplio, moderno y adecuado que da garantías 
(ambiental, minero, de ordenamiento territorial y gestión del agua)”. Luego dice que la minería de gran 
porte es categorizada “C” por la Dinama. Por tanto, creíamos que en forma complementaria a estos 
acuerdos íbamos a tener directrices muy concretas sobre el mapa minero que difiere de otro tipo de 
explotaciones que hay en el país y que no afectan tanto al territorio concreto. Este mapa minero podría 
ayudarnos a tomar una definición y evitar la convulsión social en la que hemos caído. La denuncia de 
2:000.000 de hectáreas generó una preocupación en la sociedad porque da la sensación de que van a 
hacer agujeros por todos lados. Creo que si el Estado, con todas las instituciones involucradas, hubiera 
establecido las directrices sectoriales de los potenciales lugares de explotación -como habló el Ministro 
recién de las cuchillas del este y del norte de país- no tendríamos esta situación de enojo social, con 
manifestaciones multitudinarias de gente que siente que va a ser afectada. 


Quise hacer este comentario para aclarar mi posición a la señora Subsecretaria y el porqué 
de mi insistencia en contar con las directrices sectoriales -concretamente mineras- para poder estar 
tranquilos a la hora de brindar una definición. 


SEÑORA SUBSECRETARIA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Me parece importante que este tema se plantee, pero es evidente que contiene varios aspectos. 


Por un lado, al día de hoy existe un mapa minero de aquellos lugares donde es factible que 
haya explotación minera, de acuerdo a lo que hoy conocemos de nuestro suelo, tema sobre el que se 
podrá extender el señor Ministro. 


Por otra parte, lo que quería volver a enfatizar es qué es lo que se pretende con las 
directrices nacionales de ordenamiento territorial. No es su potestad definir cada uno de los mapas 
sectoriales sino, precisamente, definir los criterios de acuerdo y reflejarlos en forma integral en cuanto 
a cómo se resuelve el territorio con respecto a sus usos y potencialidades y qué actividades pueden 
estimularse en algunos lugares u otros. Pero no es una definición dirigida a cada uno de los enfoques 
sectoriales, porque no es lo que estaba previsto como producto de las directrices nacionales de 
ordenamiento. Quizás los señores Senadores cuenten con este material pero de todas maneras lo haré 
llegar a la Comisión para que puedan saber qué es lo que se ha elaborado a nivel del Poder Ejecutivo 
con relación a las directrices y, a partir de ello, podremos seguir conversando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a este capítulo quiero hacer una apreciación muy cortita. 


En relación con el artículo 11 quiero decir que vamos a proponer un texto sustitutivo. 
Valoramos mucho que hoy haya un equipo técnico de la capacidad a la que hizo referencia la señora 
Subsecretaria y nos enorgullecemos de que el país cuente con él pero, quizás, el día de mañana 
cambie el Gobierno y no podamos contar con un equipo técnico de tan alta capacidad. Entonces, para 
prevenir esas situaciones es mejor la seguridad que da la ley. 


El artículo 20, que tiene una redacción muy larga y no del todo clara, establece, por un lado, 
el monto de la garantía y, por otro, creo que quiere lógicamente establecer el destino de lo que se 
cobra en caso de incumplimiento por esa garantía. Está redactado de una forma en la que no queda 
claro qué se debe destinar específicamente a eso. La primera parte del artículo hasta cuando expresa 
“10%” establece cómo se debe estimar el monto de la garantía, lo que es sensato. Dice así: “del valor 
presente de los costos de implementación de todas las actividades previstas en el Plan de Cierre de 
Minas, más un 10%”. Eso es el valor. Allí pondría un punto. Lo segundo es que ese valor presente de 
los costos más el 10% se debe destinar a: “contemplar las eventuales sanciones que pudieran 
corresponder, las reparaciones por daños ambientales comprendidos previstos para el período de 
ejecución del proyecto de Minería de Gran Porte hasta su finalización, así como las medidas de 
seguimiento y control requeridas para la etapa post cierre”. Agregaría: “y las actividades previstas en el 
Plan de Cierre de Minas”, porque también debería establecerse quién las va a llevar a cabo porque 
ante una situación de incumplimiento -que ojalá no ocurra- con el Plan de Cierre de Minas, el Estado 
ejecutaría la garantía, tomaría ese dinero y no se lo guardaría para otra cosa, sino que lo destinaría a 
ese destino. Quizás sería importante que en la redacción del artículo quedara claro que todo ese dinero 
tendrá ese destino. Uno puede cuestionarse si el 10% es suficiente para contemplar las eventuales 
sanciones, las reparaciones por daños ambientales previstos y las medidas de seguimiento y control, 
pero supongo que habrán hecho la estimación. De todas maneras, me parece que la redacción del 
artículo no está clara y no sé si el Ministerio hace la misma interpretación que yo. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Comenzando por este último punto, 
señalo que el tema del cierre de minas está comprendido en el proyecto de minería de gran porte hasta 
su finalización; esta abarca todas las etapas del tema. Pero aclaro que el mejoramiento de la redacción 
siempre es bienvenido. 


El señor Senador Heber hacía referencia a la cantidad de hectáreas destinadas a la 
prospección, que fue la información que queríamos empezar a presentar para tener un panorama 
completo. Justamente, a lo largo de este período hemos tratado de que la prospección sea una 
actividad totalmente inocua para el terreno; se ha eliminado todo tipo de actividad que no sea tomar 
muestras, sacar fotos y otras actividades geofísicas más concretas. En realidad, debería preocuparnos 
cuánto se va a destinar a la exploración que sí afecta el terreno y luego a la explotación. Lógicamente, 
la exploración es un 1,3% de los 2:000.000, o sea que es una cifra bastante inferior. Señalo esto en 
función de lo que se comentaba sobre temas que han ocurrido y que hemos escuchado atentamente. 


Por lo tanto, volviendo al tema del cierre de minas, el 10% fue la estimación que se hizo en la 
primera redacción y habíamos dejado abierta la estimación de eventuales sanciones. Tratamos de 
disminuir la arbitrariedad, de acuerdo a recomendaciones constitucionalistas sobre el tema. Por eso se 
llegó a que sea el valor actual neto -ese dinero ya es suficiente para el cierre de minas- más una 
estimación del 10% en lugar de no establecer la cifra porque eso pasaba a ser un peligro muy grande 
para el explotador minero. 


Como estos equipos, como bien explicaba la señora Subsecretaria de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, han recibido una fuerte capacitación, esperamos seguir 
capacitándolos con los aportes que se están realizando. 


Si los señores Senadores lo consideran adecuado, pasaría al siguiente capítulo. 


SEÑORA SUBSECRETARIA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 

Quisiera hacer una aclaración absolutamente menor, pero que me parece necesaria. Yo soy la 
Subsecretaria de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y no soy la Ministra Interina, 
pero el Ministro de esta Cartera está ahora en otra Comisión, a unos pasos de aquí. Nosotros somos 
un equipo de trabajo, nos dividimos las tareas y no importa quién está en cada lado, todos 
representamos a la institución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esperamos que pronto lo sea. 
SEÑOR HEBER.- Apoyado. 


Personalmente también quería hacer una aclaración. Tengo que retirarme para concurrir a la 
Comisión donde está el señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, o sea 
que le hago una especie de seguimiento encimado a esa Cartera en dos Comisiones, pero ustedes son 
dos y yo, solo uno. 


(Hilaridad.) 


-Antes de retirarme -luego leeré la versión taquigráfica completa de esta sesión- quisiera 
hacer un comentario final sobre este capítulo medioambiental. Aclaro que no estudié bien el proyecto 
de ley, pero me parece que en la Cámara de Representantes no advirtieron que el punto 8 del Acuerdo 
de la Comisión Multipartidaria decía que se deberá acordar cooperación y asesoría internacional con 
agencia de gestión ambiental de referencia internacional. Esto no era en contra de la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente, porque en el punto 6 se hablaba de la confianza en la capacidad del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de la Dinama, pero en la Comisión 
Multipartidaria se entendió que frente a posibles situaciones, inclusive de traslados de Ministerios y en 
las que pudiera haber elementos de presión que no eran convenientes, se debía establecer en el punto 
8 esa cooperación internacional para fortalecer el diseño de políticas de impacto y control de calidad 
ambiental con atención en la capacitación e incorporación de tecnología y transparencia. En dicho 
Acuerdo también se dice que se deberá, asimismo, contar con una auditoría internacional de 
evaluación de impacto ambiental. Esto era lo que establecía el Acuerdo. En el proyecto de ley se exige 
una asesoría internacional a quien se presenta, pero no es eso lo que establece el Acuerdo 
Multipartidario; no era que el interesado trajera una empresa internacional, sino que el Estado acordara 
una cooperación y una asesoría internacional para que tuviéramos esa garantía. Reitero que eso no 
figura en el proyecto de ley. Y esto ha sido motivo de discusión muy grande dentro del Partido 
Nacional, porque era un elemento garantista. 


Termino haciendo esta reflexión, porque creemos que todo lo que se pueda gastar en este 
aspecto no es un gasto, sino una inversión en seguridad. Frente a lo que comúnmente encontramos en 
nuestro país, cuando a veces descalificamos a nuestros propios asesoramientos en función de que 
están sujetos a jerarquía, creo que tener un tercero con renombre internacional que nos pudiera dar 
mayores garantías era una forma de asegurar los proyectos de explotación, sobre todo porque se 
habla mucho de este tema, pero se sabe poco. Debo decir que no conozco nada del asunto, por lo que 
me gustaría tener elementos que se pudieran comparar. Por ello se había incluido lo que mencioné en 
el Acuerdo, pero no se refleja en el proyecto de ley. 


Antes de retirarme me gustaría que se hiciera una reflexión con respecto a este punto, porque 
para nosotros es importante esta ausencia en el proyecto de ley. 


SEÑORA SUBSECRETARIA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 

Este punto 8, que como todo el Acuerdo fue respetado, tiene dos partes. Una la mencioné y aparece 
en la exposición de motivos del proyecto de ley, y es la que refiere a la cooperación internacional para 
el fortalecimiento de capacidades. En realidad, hace poco menos de un año se firmó un proyecto 
promovido por la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional. Es un proyecto piloto de Naciones 
Unidas en nuestro país; estos son proyectos interagenciales a los cuales dicho organismo les da una 
importancia muy grande. Lo que hacen es convocar a varias agencias de Naciones Unidas para su 
implementación y a más de una institución a nivel nacional, que en este caso son los Ministerios que 
están aquí presentes. Es un proyecto de fortalecimiento de capacidades de los Ministerios de Industria, 
Energía y Minería y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para la evaluación y para 
distintos factores que están contenidos allí, que tienen que ver con la participación social y la 
comunicación, y que están implementándose satisfactoriamente. Como hoy mencionaba, nuestros 
técnicos han estado capacitándose en distintas instancias, en parte por los fondos que destinó este 
proyecto, además de otras cooperaciones. Todos los temas vinculados a cooperación internacional y 
fortalecimientos de capacidades -seguramente les enviaremos el proyecto para que la Comisión lo 
tenga- fueron presentados en una sesión específica de la Comisión Especial, por lo cual allí 
seguramente también está la presentación y las actas de lo que fuimos mencionando. 


Esto es lo que puedo decir con referencia a la cooperación internacional, que genera 
metodología y capacidades, que serán tomadas en cuenta en la evaluación de impacto ambiental. 


Por otra parte, me quiero referir a ese último texto vinculado al artículo 8, donde se expresa 
“asimismo se deberá contar con una auditoría internacional de la evaluación de impacto ambiental”. 
Entendemos que en la medida en que no existe a nivel internacional una única institución o 
metodología que se pueda decir que es la uno a nivel internacional para esto -si bien hay varias-, en 
cuanto al resto de los estudios de impacto ambiental son las empresas las que deben presentar esa 
auditoría, a partir de un listado de instituciones avaladas por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, de acuerdo a esa experiencia internacional que, como decíamos, 
pretendemos que sea la mejor. Repito que no existe una única institución a nivel internacional y no 
podemos decir que se debe acudir a determinado lugar, sino que deben ser los promotores del 
proyecto los que elijan. 


Por lo tanto, entendemos que fueron considerados todos estos aspectos, porque 
precisamente creemos que la voluntad de todos está en reflejar a cabalidad en este proyecto de ley 
todos los acuerdos que generamos, porque todo este proceso de trabajo con todos los partidos nos 
parece el valor más grande. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA..- Para finalizar este punto, quiero decir que 
en el proyecto inicial que habíamos enviado, figuraba más explícitamente lo que luego se aprobó en la 
Cámara de Representantes. 


Hubo un consenso total cuando se discutió entre los cuatro partidos políticos el punto que 
planteaba el señor Senador. Hay un buen ejemplo -como decía el señor Presidente- que es el del oro. 
En esa oportunidad, contratamos en Dinamige una empresa internacional para el asesoramiento de un 
tema que era bastante nuevo, con los resultados recién expresados. Hay un acuerdo en cuanto a que 
no siendo Uruguay un país de minería, más que del tipo tradicional -como veíamos en los porcentajes, 
en áridos y demás-, la asistencia internacional con la Universidad de Queensland, en Australia, el 
Fondo de Naciones Unidas y la asistencia de Canadá, han sido muy valiosos en estos casos. 


SEÑORA SUBSECRETARIA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Me gustaría mencionar que precisamente hace pocos días estuve en una reunión de Ministros y 
Viceministros del mundo -había más de ochenta- en una mesa de discusión. Cuando presenté el caso 
del proceso de elaboración de este proyecto como una experiencia de incorporación de los efectos 
ambientales, con la participación de todos los partidos desde el inicio, motivó un interés importante. 
Además de la cooperación que mencionó el señor Ministro, por suerte hemos tenido también una 
cantidad de otros ofrecimientos de países de intercambiar experiencias acerca de esto y de brindarnos 


todo el apoyo, así como el asesoramiento. Esto fue en el marco de la reunión sobre tres convenios 
internacionales acerca de químicos, con la promoción del Pnuma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Ministro, con la consideración del Capítulo !ll, 
Contrato de Concesión de Explotación. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Aquí estamos ante uno de los temas de 
fundamental importancia -aunque como se ha visto hasta el momento, todos los Capítulos lo son-, que 
refiere al contrato para la explotación de este recurso, que es público, y en el caso de la minería de 
gran porte, tiene importantes aspectos de otro tipo, como los logísticos y de información de datos. 


Para que se refiera a estos temas relativos a estos dos Capítulos, solicito se conceda el uso 
de la palabra al Director de la Asesoría Macroeconómica del Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MASOLLER.- Estamos ingresando al análisis del Capítulo Il, en el que se plantea una 
innovación significativa respecto de lo que es el Código de Minería. 


Cabe recordar que en el actual Código de Minería el otorgamiento de títulos de explotación 
surge de un acto administrativo del Poder Ejecutivo, mediante un procedimiento prácticamente 
automático. Por eso se entendió fundamental instrumentar una modificación del procedimiento para el 
otorgamiento del título de explotación en el caso de los megaemprendimientos. Ello se debe a que 
básicamente se trata de proyectos que tienen un impacto significativo económico, social y 
medioambiental, y que generan derechos y obligaciones, tanto para el Estado -la Administración 
contratante- como para el titular del derecho de explotación. Se consideró que cada 
megaemprendimiento debería estar sujeto a determinadas condiciones específicas. Es de destacar 
que, en principio, tal como señaló el señor Ministro, se trata de casos que se pueden contar con los 
dedos de una mano; es decir, hablamos a lo sumo de cuatro o cinco grandes emprendimientos. Por lo 
menos, esa es la expectativa para los próximos años. 


A esos efectos, se planteó un conjunto de condiciones que se deberían incorporar en el 
otorgamiento del título de explotación, las que tendrían que ser contempladas dentro de un régimen 
contractual. Dicho de otra manera, en la firma de un contrato se debería tener en cuenta un conjunto 
de aspectos. 


Yendo especificamente al contenido del Capítulo, el artículo 25 establece cuál es el contenido 
básico de ese contrato de minería de gran porte. En esta disposición se incluyen los aspectos que 
necesariamente deberían estar contenidos en el contrato como, por ejemplo, el área de explotación, el 
monto estimado de las inversiones y la producción del proyecto minero, en cuyo caso se hace una 
diferenciación entre la producción máxima, media y mínima. En este punto, el aspecto innovador refiere 
al establecimiento de una producción mínima, a los efectos de asegurar que ese emprendimiento tenga 
determinada producción durante todo el período de la concesión. De este modo se intenta salvar 
algunos aspectos del régimen vigente. No necesariamente puede darse el caso, pero actualmente se 
pueden otorgar títulos sin que haya producción. Por eso, se entendió que en el caso de los proyectos 
de megaminería se debería asegurar una producción mínima. 


Asimismo, se dispone que el contrato deberá establecer plazos -aspecto muy importante- para 
la construcción y para la explotación. Esto tiene la misma lógica, es decir, evitar que el otorgamiento 
del título de explotación genere una instancia en la que no haya inversión por varios años y que, de 
alguna forma, ello sea perjudicial para el país. Por tanto, se entendió importante establecer plazos 
acordados en el contrato, reitero, para la construcción y para la producción. 


También se establece una negociación a partir de la cual se define cuál es la información 
referida al proyecto que se va a considerar confidencial, la que deberá estar contenida incluso en el 
contrato de megaminería. 


Otro de los aspectos importantes es que el contrato deberá tener un Plan de Desarrollo de 
Proveedores de Bienes y Servicios. Entendimos que esto también es un elemento fundamental para 
evitar que este tipo de emprendimientos se transforme en un enclave y para permitir un derrame en 


toda la economía, hacia adelante y hacia atrás -en este caso, en particular, sería hacia atrás-; para eso, 
precisamente, se establece un plan de desarrollo de proveedores. 


Por otra parte, esto es fruto de la negociación y se plantea, como un contenido de ese 
contrato, que el destino de la información -en caso de que se genere algunas de las causales de 
rescisión- deberá ser explícito y estar contenido en el propio contrato. 


Otro de los aspectos importantes de este capítulo es la exigencia de una garantía de fiel 
cumplimiento del contrato, equivalente a un 5% de las inversiones, que se puede constituir con un 
conjunto de instrumentos financieros establecidos en la ley. 


Esta garantía tiene el objetivo de que, especialmente durante el período de construcción, se 
cuente con un inversor que tenga la suficiente espalda financiera como para llevar adelante el 
proyecto. De alguna forma, lo que se busca con esta garantía es darle la mayor seguridad posible al 
Estado en el sentido de que una vez que se otorgue el título de explotación, se realice efectivamente la 
obra. 


Por otro lado, en el mismo contrato se establece cuáles son sus causales de rescisión. Hay 
un conjunto de obligaciones que el titular del derecho minero debe cumplir y, por lo tanto, el contrato 
deberá tener en cuenta las causales que habilitan a su caída o rescisión. Entre ellas, se destaca el no 
pago del canon de producción durante dos años, el no pago de las obligaciones tributarias -incluyendo 
el impuesto que se crea en este proyecto de ley- y la acumulación de multas por un valor mayor o igual 
a la garantía de fiel cumplimiento. También es una causal no constituir la garantía de fiel cumplimiento 
dentro de un plazo de noventa días desde la firma del contrato y, finalmente, el incumplimiento de 
ciertas obligaciones que establece el Código de Minería. Además, puede llegar a ser causal de 
rescisión no cumplir con los plazos fijados para las obras o con los volúmenes de producción 
establecidos a la firma del contrato. 


Otro aspecto importante es el tema de la capacidad financiera. Se establece un 
procedimiento para aprobar la capacidad financiera del inversor y un determinado plazo para ello. 


Obviamente, otra causal de rescisión es la generación de desastres medioambientales, 
según lo establecido en el artículo 4* de la Ley N* 18.621. 


Asimismo, el capítulo -en esto también contamos con el apoyo de destacados juristas en la 
materia- enumera las causales de extinción y de renegociación de los contratos. Hay un conjunto de 
acciones unilaterales del Gobierno o de fuerza mayor que habilitan a la renegociación del contrato y, en 
conjunto, esto constituye un cambio sustantivo respecto de la situación actual. Creemos que este 
contrato que se establece da las garantías suficientes, tanto para el inversor como para el Estado. 


Dejo por aquí mi intervención y quedo a las órdenes para responder preguntas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer algunas preguntas al economista Masoller originadas en dudas 
que me surgieron del estudio del proyecto de ley. 


La primera duda refiere al literal A) del artículo 25, donde se establece que para este contrato 
no es aplicable la extensión del área prevista en el artículo 103 del Código de Minería, que fija un 
máximo de 500 hectáreas. Lamentablemente, hoy no se encuentra presente el Director de la Dirección 
Nacional de Minería, pero en otras oportunidades nos ha visitado y ha comentado que muchas 
empresas han solicitado permisos de prospección, valiéndose de distintas sociedades anónimas para 
pasar por encima esta prohibición del artículo 103. Nos decía que en los últimos años esto ha sido una 
práctica bastante habitual y que esas sociedades anónimas pertenecían a la misma persona, 
declaraban un mismo técnico, un mismo domicilio, las mismas autoridades, etcétera, es decir, 
constituían un mismo conjunto económico de acuerdo a la declaración de esta ley. Obviamente, la 
pregunta que se hizo al principio en cuanto a si esta ley se aplicaba a los que ya habían solicitado 
permiso, tiene mucho que ver con este artículo. Se ha verificado que si se utilizaron sociedades 
anónimas para evadir una prohibición contenida en una ley y obviamente se constituyó un conjunto 
económico, esa persona debe ser sancionada. Según se nos dijo, esta sería una de las empresas que 


estaría encarando la minería de gran porte. Además, este levantamiento de la prohibición va en contra 
de una ley que hemos aprobado hace pocos días -que es posterior a este proyecto de ley-, que dice 
que es muy mala la concentración de tierras y que hay que castigar a los que concentran tierras. Por 
tanto, nos gustaría escuchar del Poder Ejecutivo una explicación al respecto. 


La segunda duda tiene que ver con el literal 1) del mismo artículo. Allí se dice que hay que 
incluir en el contrato “Un Plan de Desarrollo de Proveedores de Bienes y Servicios, tendientes a 
maximizar el valor agregado nacional, incluyendo el financiamiento necesario para su ejecución”. Ahora 
bien, no se especifica bien cuál es el contenido de esta obligación, es decir, no se dice si el Plan debe 
ser de uno, de dos, de tres, o de qué monto. Esto parecería ser una cláusula que se puede incluir pero 
que puede vaciarse de contenido muy fácilmente. Aparentemente, al no establecerse un mínimo de 
bienes y servicios, ni siquiera porcentual, quizás esto no tenga mucho contenido. Recuerdo que la 
normativa de zona franca establece un mínimo de mano de obra nacional. Entonces, creo que en este 
caso podría establecerse al menos un mínimo. 


En el artículo 29, que refiere a la vigencia de la garantía de fiel cumplimiento de contrato, se 
dice que se libera en un 80%, quedando solamente el 20%. Ese 80% se libera, además, en el primer 
ejercicio económico -que obviamente es de un año- en que comience la producción. Esto quizás choca 
con otras cláusulas que figuran más adelante y que establecen que para rescindir el contrato tiene que 
haber incumplimiento de algunas obligaciones durante dos años. Entonces, parece muy poco 
establecer como garantía de fiel cumplimiento del contrato solamente el 20%. Por tanto, me gustaría 
conocer si existe algún tipo de antecedente del motivo de este artículo, aunque no es necesario que se 
diga ahora sino que podría agregarse a la fundamentación. Aclaro que yo no sé si debería establecerse 
el 80%, el 70%, el 60% o el 50%; simplemente, me gustaría conocer el fundamento de este porcentaje. 


El artículo 30 establece que este contrato podrá contener también: “B) Beneficios fiscales para 
la realización de la inversión, los que en ningún caso podrán establecer exoneraciones en materia de 
Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas, ni de su Adicional”, etcétera. Hace mucho 
tiempo que no reviso las normas, pero desde el ejercicio de la profesión creo recordar que los 
beneficios fiscales que se otorgan a la inversión no solamente refieren al Impuesto a la Renta, sino que 
incluían el Impuesto al Valor Agregado a las compras en la plaza y a la importación -que, en los 
hechos, entre el adelanto y demás, alcanza el 28%-; un 50% de exoneraciones a recargos aduaneros - 
y no se da más porque se perforarían las normas del Mercosur- y exoneraciones al Impuesto al 
Patrimonio, concretamente, al asiento de la explotación. Fijense que en este caso estamos elevando el 
límite de 500 hectáreas a 5.000 hectáreas, 6.000 hectáreas, etcétera, y podemos otorgar una 
exoneración del Impuesto al Patrimonio en base a esa ley, en contraposición con la que se aprobó días 
pasados en el Senado. Creo que se deberían coordinar estas cosas. 


La pregunta concreta es si todos los otros beneficios podrán ser otorgados. Digo esto porque 
aquí se habla de uno que, creo, es el menor. En la Ley de Promoción y Protección de Inversiones se 
prevé una amortización acelerada de los efectos del Impuesto a la Renta que tiene un beneficio más 
que nada financiero. Si bien esto es importante, creemos que el verdadero beneficio es el del Impuesto 
al Valor Agregado y el de las otras normas que obviamente acá se estarían dejando para quien realice 
la inversión. Me gustaría saber si estoy interpretando bien la norma. 


En el literal C) del artículo 30 se expresa: “Compromisos asumidos por el Poder Ejecutivo 
para la realización de ciertas obras de infraestructura”. Sería bueno conocer la opinión de los 
representantes del Poder Ejecutivo al respecto porque esto puede abarcar muchas cosas: desde 
caminería, puentes, líneas férreas, puertos, etcétera. Me gustaría saber qué piensa el Poder Ejecutivo 
sobre esto. Se ha dicho que el proyecto Aratirí está muy vinculado al puerto de aguas profundas; ¿ese 
sería un compromiso de infraestructura? 


En el literal D) advertimos una contradicción con lo que establece el artículo 31. Explico el 
por qué. En el literal D) se expresa: “Cláusula de mantenimiento de los parámetros referidos a la 
tributación que grava específicamente la actividad de Minería de Gran Porte y del canon de producción 
correspondiente a la actividad minera, por un período no mayor a diez años”. Existe una cláusula 
similar en el contrato que el Poder Ejecutivo celebró con Montes del Plata. Obviamente que esta 
cláusula de mantenimiento de los parámetros referidos a la tributación significa que no se pueden 
cambiar los parámetros de la tributación. No obstante, en el numeral 3) del literal A) del artículo 31 se 
establece que se puede renegociar el contrato cuando se registren cambios impositivos. Entonces, por 


un lado se dice que los parámetros se van a mantener y, por otro, que si se cambian se van a 
renegociar. Aquí veo una contradicción. 


Por otra parte, nos gustaría saber qué puede pasar si en función del compromiso de parte del 
Estado por mantener los parámetros referidos en la tributación, en un futuro el Poder Legislativo -en el 
uso de sus facultades- u otro Gobierno, promueve un cambio tributario y esto se ve afectado. 
Obviamente que el Poder Ejecutivo, al firmar un contrato de este tipo, está comprometiendo facultades 
que no tiene, porque el aprobar o no una ley es una facultad del Poder Legislativo. 


Creo que se debe ser muy cuidadoso en ese aspecto, porque si bien el Poder Ejecutivo 
actualmente tiene mayorías en el Parlamento, quizás eso cambie en el futuro, que es lo que 
personalmente espero que suceda. Entonces, debería estar prevista esa situación, porque en el día de 
mañana puede generar responsabilidades para el Estado. No veo aquí la cláusula que figura en el 
contrato de Montes del Plata, que dice que se deberá compensar ese tipo de situaciones. 


Otro tema es que se prevé una cláusula de compromiso arbitral internacional para la solución 
de eventuales controversias pero, por otro lado, se establece la posibilidad de demandar 
jurisdiccionalmente. Quiere decir que en la cláusula F) se dice una cosa y en el artículo 31, otra 
distinta. 


La siguiente pregunta refiere al no pago de canon de producción durante dos años como 
causa de rescisión, lo que figura en el numeral 1) del literal A) del artículo 32. Personalmente, 
considero que debe ser causa de rescisión que pase un año, se le intime y no pague, porque que se 
tenga que esperar dos años para exigir y constituir en mora a alguien que lleva a cabo un 
emprendimiento de mil y pico de millones de dólares, parece mucho. Además, el numeral 4) establece 
que se tiene que acumular un saldo de multas para pedir la rescisión del contrato. Yo creo que el que 
incumple una vez, lo sigue haciendo y no deberíamos esperar. 


SEÑOR MASOLLER.- En cuanto al artículo 25, es evidente la lógica de levantar la restricción que 
establece el Código de Minería. Se trata de emprendimientos de gran porte, que seguramente tendrán 
un área de explotación mayor a 500 hectáreas y, por lo tanto, se entendió que no había que gestionar 
un permiso especial. Se hace ese ajuste al Código de Minería para que tenga consistencia con la 
propia definición de minería de gran porte. 


Es importante aclarar que esto aplica exclusivamente para los permisos de explotación; no 
hay cambios respecto a la normativa en materia de exploración y prospección. 


En cuanto al plan de proveedores locales, se planteó la necesidad de dejarlo abierto, dado 
las características específicas que tiene cada uno de los proyectos de megaminería. No es lo mismo un 
proyecto relativo al hierro que a otro mineral, con otras características. Por tanto, se entendió necesario 
dejar una cláusula más bien programática, que habilite la firma de un contrato específico donde se 
contemple la característica del negocio y, por ende, el Plan de Desarrollo de Proveedores que se va a 
establecer en ese caso. 


En el artículo 29, la justificación del 80% de la Garantía de Fiel Cumplimiento del Contrato, 
que es lo que se le daría el año de comienzo de la producción -quedando un 20% durante toda la 
vigencia del contrato-, es que la garantía busca asegurar, fundamentalmente, el proceso de 
construcción. En ese período es donde hay un riesgo significativo de que la inversión no se concrete o 
se haga a medias y, por lo tanto, esa Garantía de Fiel Cumplimiento apuesta, de alguna forma, a que el 
Estado tenga los resguardos necesarios durante ese período. Una vez que finaliza la etapa de 
construcción se entiende que hay una segunda garantía, que es el Plan de Cierre de Minas, que 
también opera. Ese 20% simplemente garantiza algunas obligaciones del contrato que quedan por 
fuera de lo que sería el Cierre de Minas. Este porcentaje puede ser discutido y se puede evaluar si se 
considera suficiente o no, pero la idea era no generar un costo financiero adicional para la empresa 
que no tuviera una explicación clara. 


A continuación voy a referirme al artículo 30. 


Básicamente, lo que hacen todos los Gobiernos con estos proyectos de minería es generar 
incentivos para la realización de la inversión y, a posteriori, una vez que se recupera la inversión 
realizada, ahí sí los sistemas tributarios ponen mayor énfasis en gravar la renta que genera el proyecto 
minero. Esa es la lógica de generar algunos estímulos fiscales que no fueran sobre el Impuesto a la 
Renta, sino otro tipo de instrumentos como el IVA, el Impuesto al Patrimonio, los aranceles; en fin, un 
conjunto de herramientas que utilizan todos los países mineros para incentivar la concreción de la 
inversión. El Contrato plantea que esto es materia de negociación, es decir que se deja la puerta 
abierta para negociar estímulos fiscales para la realización de esa inversión, pero asegurándose de 
que la participación del Estado en lo que es la renta minera no se vea significativamente afectada. Es 
por ello que la redacción de este artículo permite al Estado un cierto margen de negociación con cada 
emprendimiento en materia de cuáles serían los beneficios fiscales, que no podrán estar vinculados al 
Impuesto a la Renta. Hay que destacar que, básicamente, los impuestos más importantes en la minería 
son, en todos los casos, por un lado, el canon, y por otro, la renta, especialmente en la Minería de Gran 
Porte. Por lo tanto, esos impuestos no están sujetos a exoneración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está vigente un Decreto del Poder Ejecutivo que establece puntajes según la 
cantidad de elementos y, en base a eso, las exoneraciones. Quiero saber si ese Decreto se aplicaría 
en esta situación o si sería discrecional del Poder Ejecutivo dar el patrimonio, etcétera. Esta es una 
inversión pero, por ejemplo, en el caso de Aratirí se habla de US$ 1.500:000.000. 


SEÑOR MASOLLER.- US$ 3.500:000.000. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El IVA sobre ese monto deben ser US$ 700:000.000. Creo que el Poder 
Ejecutivo se autorreguló en la forma de concederlo, estableciendo puntajes según desarrollo, zonas, 
calidad, empleo, etcétera. ¿Ese Decreto no aplicaría en este caso? 


SEÑOR MASOLLER.- No aplicaría porque tiene exoneraciones sobre el Impuesto a la Renta. En la 
medida en que este proyecto de ley establece que no se darán exoneraciones sobre el Impuesto a la 
Renta, no puede aplicar el Decreto de 2007 que fuera reformulado en 2012. Sin embargo, sí aplicaría 
para lo que son los emprendimientos industriales. En el proyecto de ley se separa a las actividades 
mineras puras, a las que no se les conceden exoneraciones de Impuesto a la Renta aunque sí de 
algunos otros impuestos; pero los proyectos de industrialización perfectamente podrían estar sujetos al 
régimen general de promoción de inversiones, donde el instrumento fundamental es el que menciona el 
señor Senador, basado en los puntajes que obtendría el proyecto. Reitero que eso sería si el proyecto 
tuviera un componente industrial importante; en ese caso, la ley habilita a dar esos beneficios. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- El Impuesto a la Renta de cada año es 
un valor similar al marcado previamente. Básicamente, para valorizar -dependiendo de los precios 
internacionales-, el impacto fuerte está en el Impuesto a la Renta y en el Impuesto a la Minería de Gran 
Porte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El régimen ha cambiado. Sobre el Impuesto a la Renta, creo que en la Ley de 
Inversiones y en el Decreto se establecía una amortización acelerada, con un valor financiero. En este 
caso, ¿estamos hablando de otro beneficio? 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Justamente, estamos diciendo que no 
aplica el beneficio previsto para el Impuesto a la Renta, el mecanismo de autocanalización, que es 
significativo. De acuerdo con los esquemas actuales, en el Impuesto a la Renta se calculan los 
porcentajes sobre la inversión y sobre ellos se permite ir deduciendo, año a año, hasta un valor y un 
período máximos. Esto se fundamenta en los porcentajes que el señor Senador mencionaba, que 
tienen que ver con el empleo, el tipo de empleo, la descentralización, la tecnología, etcétera. O sea que 
toda esa parte del Impuesto a la Renta no aplica en estos proyectos, excepto en la parte industrial. 
Tampoco aplica para el Impuesto a la Minería de Gran Porte el adicional que se cobra en ese sentido, 
siempre y cuando, básicamente, estemos hablando de las actividades extractivas. 


SEÑOR MASOLLER.- Con respecto a la posibilidad de incluir en el Contrato un conjunto de cláusulas 
que sean materia de negociación entre el Gobierno y el titular del proyecto -entre las cuales se destaca 
la posibilidad de que el Estado se comprometa a hacer obras de infraestructura-, debo decir que ello 
está planteado de manera abierta, de forma tal que para cada uno de los proyectos específicos, según 


las necesidades de infraestructura que se planteen, exista la posibilidad de que el Estado asuma 
determinados compromisos. Al día de hoy, obviamente, algunos aspectos del proceso de creación del 
puerto de aguas profundas van a ser materia de negociación con la empresa, porque será la principal 
usuaria de ese puerto. Todavía no se ha dado una definición exacta de cuál va a ser la estructura, el 
modelo de negocio para desarrollar ese emprendimiento. Lo que se plantea en el Contrato y forma 
parte de la negociación es qué parte de las obras de infraestructura asume cada una de las partes 
involucradas. Al día de hoy no se ha determinado quién hará qué, pero un aspecto clave de la 
negociación es que el Estado apoye estos proyectos con determinadas obras de infraestructura que 
serán necesarias en cada momento. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Quisiera que la Subsecretaria del 
Ministerio de Vivienda, que integra la Comisión de Puertos, haga la aclaración específica. 


SEÑORA SUBSECRETARIA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Voy a hacer una pequeña aclaración. 


El proceso por el que está transitando todo el proyecto de ley del puerto de aguas profundas 
es independiente. En lo que tiene que ver con Aratirí, podemos decir que, en definitiva, su producción 
va a salir por ese puerto una vez que sea definido como el único puerto de aguas profundas en la costa 
oceánica. También queremos señalar que tiene un proceso propio de participación público-privada, que 
es el que está consignado en la página web de Presidencia, así como en la del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, y es el que hemos ido presentando en las distintas instancias. 


Quería hacer esta aclaración porque, al respecto, no hay ningún otro compromiso con la 
empresa. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Voy a complementar lo que expresaba el 
economista Masoller en la Comisión respectiva de la Cámara de Representantes, donde hicimos 
referencia bien precisa al tema que se plantea aquí. Él decía que la idea era que se dieran beneficios 
en el momento de realizar la inversión y en lo que respecta a la venta de los productos mineros, pero 
no así en cuanto a la renta que se generara. También se mencionaban allí otras posibilidades de 
generar beneficios o incentivos para atraer inversiones y que efectivamente se realicen, como no 
gravar con aranceles la importación de maquinarias, que es una práctica habitual; no establecer 
gravámenes a las exportaciones aunque, obviamente, tampoco hay devolución de impuestos a las 
exportaciones; exonerar de IVA a las inversiones en gasto de capital, activos fijos; exonerar el Impuesto 
al Patrimonio, pudiéndose facultar en el contrato de concesión; permitir depreciación acelerada en el 
IRAE, pero no en el Impuesto a la Minería de Gran Porte, que es el impuesto por la sobreganancia; y 
admitir -como se hizo finalmente- los gastos en prospecciones, exploración y estudios ambientales 
como deducibles. Por último -y esto es algo muy repetido- en el uso de la posibilidad de utilizar el 
régimen general de promociones estarían los proyectos que generan valor agregado de índole 
industrial o logístico. 


Me parecía interesante detallar cuáles eran las herramientas específicas, porque en la 
Cámara de Representantes el tema ya fue presentado de esta forma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Han hecho una estimación de qué porcentaje de la inversión estaría 
exonerado en impuestos? El IVA es muy sencillo, porque es el 23% en una parte y el 28% en otra; pero 
no sé si han hecho alguna otra estimación, porque obviamente eso lo tendrán en cuenta para analizar 
la posibilidad de que exista una TIR lógica y aceptable en el mercado. ¿Ustedes lo tienen estimado? 


SEÑOR MASOLLER.- No hay un número exacto de cuál podría ser la exoneración porque, entre otras 
cosas, todavía no están definidos cuáles serán los beneficios que se van a otorgar. Pero debo destacar 
que se han hecho un conjunto de simulaciones que permiten asegurar una tasa de retorno al inversor 
que viabiliza el proyecto de ley. Ese es un aspecto clave, que de alguna forma se va a tener en cuenta 
en el momento de firmar el Contrato. 


Es muy importante que la inversión se recupere en un período razonable, dado que estos 
proyectos de megaminería son muy intensivos en capital y, por lo tanto, de alguna forma requieren un 


proceso de rápida recuperación a los efectos de que se pueda concretar la inversión. Hay un conjunto 
de combinaciones que se pueden manejar en cuanto a cuáles serían los impuestos a exonerar y cuáles 
los beneficios que obtendría el inversor, pero no podemos decir ahora cuál sería el máximo de la 
inversión inicial que se podría exonerar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Nos podrían enviar las simulaciones que se han hecho en lo que tiene que 
ver con el retorno de la tasa de inversión? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Quisiera preguntarle al señor Presidente si se está refiriendo concretamente a 
la inversión de Aratirí, porque al consultar, dijo: “En general, cuánto se piensa...”. ¿Se está refiriendo al 
total del impuesto? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mi duda era, cuánto se estima que podría ser el máximo que se puede 
exonerar porcentualmente sobre la inversión. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Ahora entiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Obviamente, no a todos les van a dar lo mismo, pero supongo que si se les 
exonera el IVA, el Impuesto al Patrimonio, y se le dan algunos otros beneficios, el porcentaje máximo 
que se puede otorgar andará en el orden del 30%. Ahora bien, si se otorga o no, no lo vamos a saber, 
porque supongo que a una inversión que no obtenga todo el puntaje que menciona la Ley de 
Inversiones, no le darán lo mismo. Creo que el propio Decreto establece que se darán beneficios según 
se cumplan determinados parámetros. De todas maneras, sí me gustaría conocer cuál es el porcentaje 
máximo estimado que se puede otorgar. La ley le permite al Poder Ejecutivo dar ese máximo y es lo 
que nos gustaría saber. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- En la propia presentación tenemos, 
justamente, el cálculo de un caso ficticio similar al del hierro -se puede hacer otra simulación para el 
oro, por ejemplo, considerando que puede variar el tamaño y las distintas posibilidades-, en el que se 
observa cuanto sería, en base a los posibles precios internacionales -que veremos un poco más 
adelante-, la tasa efectiva de imposición. 


Para clarificar el tema, el cálculo pretende mostrar cuánto recaudaría el Estado en una 
inversión dada, según los flujos de fondo. Por un lado -como decía el economista Masoller-, se analiza 
si la TIR (Tasa Interna de Retorno) es razonable para que la inversión efectivamente se haga; por otro, 
se calcula cuánto es lo que quedaría en el Estado, considerando cuál es la inversión y cuáles serán las 
facturaciones de la empresa. Lo enfocamos desde ese punto de vista porque, en definitiva, es lo que 
queda para el Estado en el paquete total, que es lo que nos interesa. Y lo que queda para el Estado 
sobre las ganancias de la empresa oscila entre el 47% y el 62% -como veremos a continuación-, 
dependiendo de los distintos precios que se den del hierro. 


En este caso evaluamos el paquete completo de TIR, por un lado, y de recaudación del 
Estado, por el otro, de la actividad propiamente extractiva, que es la que estamos hablando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer una pregunta con respecto al artículo 32, en cuanto a la 
posibilidad de cesión del derecho minero. 


Hay una cantidad de normas que prevén la posibilidad de que el contrato sea cedido. Mi 
preocupación es cómo se vincula eso con la autorización de que la titular de la explotación sea una 
sociedad anónima con acciones al portador, porque se evadiría esta prohibición o esta necesidad de 
contar con la autorización del Estado en el sencillo expediente de ceder el capital accionario. De esa 
manera, se estaría pasando por arriba de una previsión contractual. 


No sé si eso está previsto en algún lugar. Me estoy refiriendo a la cesión del derecho minero, 
en particular, al numeral 2) del literal A) del artículo 32. 


Se establece una cantidad de obligaciones teniendo en cuenta quién es el contratante del 
Estado, al que se le exigen determinadas capacidades, información, etcétera, etcétera; después, en 
varios artículos del proyecto se determina la imposibilidad de ceder sin la autorización del Estado y, 
entre otras cosas, se habla de la cesión a favor de una entidad financiera. Esto quedaría todo regulado. 
Ahora bien, si se le da una autorización a una sociedad anónima con capital accionario al portador, me 
parece sería muy sencillo evadir cualquier tipo de norma que prohíba, cediendo las acciones o 
prendándolas, es decir, dándolas en garantía a un acreedor, con lo que, de pronto, hoy o mañana el 
Estado se podría encontrar con un contratante que no es el que quiso tener. 


En síntesis, no veo en el proyecto la prohibición que evite eso. 


SEÑOR MASOLLER.- El otorgamiento del título de explotación es en base a un contrato que se realiza 
con un titular del derecho que, en la medida en que se compromete a cumplir con todos los requisitos, 
queda habilitado al mantenimiento de la concesión durante todo el plazo que se establece en dicho 
contrato. La situación de venta de ese contrato o de la empresa titular de ese contrato a un tercero, es 
común en la minería. De hecho, hay experiencias a nivel internacional donde los emprendimientos 
nacen a partir de una empresa junior, que es la que hace el descubrimiento del mineral -o sea, todos 
los procesos de exploración- y firma el conjunto de contratos que determinan la explotación. Esas 
empresas están habilitadas a vender los contratos a desarrolladores de los proyectos, que son, 
justamente, quienes tienen la capacidad financiera para llevar adelante los contratos ya firmados. Esa 
posibilidad, en el esquema planteado actualmente, se podría concretar. Es decir, podría haber un 
interesado e inclusive inversionistas que participen del capital accionario de la empresa que tiene el 
derecho de explotación. Pensamos que esa posibilidad dependerá del inversor, que tiene el derecho de 
asociarse con otro o, eventualmente, de vender todo el proyecto minero. 


En ese sentido, esta normativa no establece ninguna restricción para la venta en bloque de 
un proyecto de minería de gran porte, pero ello no quiere decir que no se pueda pensar en algún 
mecanismo similar al de cesión de derechos, a los efectos de que el Estado pueda, eventualmente, 
autorizar esa venta o, por lo menos, la cesión del contrato. Quizás el texto no sea claro y específico 
respecto al caso de la venta de la sociedad anónima titular del derecho, por lo que sería necesario 
establecerlo claramente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro cuál es mi preocupación. Nuestros asesores, que han estudiado la 
propuesta de Aratirí e incluso su impacto ambiental, también analizaron sus antecedentes, y se han 
encontrado con que se trata de una empresa junior, como se definió, que desarrolla y vende; no es un 
inversor, sino un junior que desarrolla y vende a un tercero. 


Y en algún lugar donde ha vendido, esos terceros luego tuvieron problemas bastante 
importantes de incumplimientos e, incluso, de involucramiento en actividades no correctas, por decirlo 
de alguna forma. Hay una provincia entera en la India que tiene suspendida toda la actividad minera 
por una cantidad de hechos de convivencia entre funcionarios y empresas, entre ellas, una a la que los 
accionistas de Aratirí le vendieron un proyecto. 


Entonces, creo que el Poder Ejecutivo debería tener la facultad de decir que no, por ejemplo 
si le vende a ese mismo comprador otra inversión que se haya hecho de esa forma. 


No veo que esto se tenga en cuenta en la norma. Es más: lo veo facilitado por el hecho de 
que puede tratarse de acciones al portador, sin control. Considero que, en ese sentido, estaría 
facilitada la cesión. Creo que el Poder Ejecutivo debería prepararse para una situación de este tipo, 
para después no salir en los diarios. Con todo lo que está pasando con la denuncia de lavado de dinero 
y todo ese tipo de cosas, creo que tenemos que ser más cuidadosos con el tema. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Justamente, al principio de mi exposición 
mencionaba que hay dos tipos de empresas: las más grandes del sector, como Río Tinto, BHP y 
algunas otras, que por su propia tranquilidad acostumbran hacer desarrollos integrados desde la 
prospección hasta el final, mientras que hay una multitud más de minas -por eso está la Bolsa de 
Londres, la de Toronto y otras- que se han especializado, por su antiguedad -por ejemplo, algunas 
canadienses, australianas y demás-, en el desarrollo de la minería junior y, luego, en la venta, cuando 
la mina están en condiciones de explotación. Quiere decir que alguien afronta el riesgo para luego 


vender a un precio superior, y otro compra en función de otros riesgos, que ya no derivan de que exista 
o no el mineral, sino que es el propio de la explotación. 


Esa práctica es habitual en el mundo minero por lo que decíamos antes de las 
especialidades e, incluso, de los mercados finales de colocación y demás. 


El numeral 2) del artículo 32 remite al Código de Minería, que en su artículo 13 establece que 
“Los derechos otorgados por los títulos de prospección, exploración y concesión para explotar son 
transmisibles”, y requiere, para su validez, “la previa autorización de la autoridad minera”. Además, “el 
promitente cesionario deberá acreditar los extremos impuestos para el otorgamiento del título”. O sea 
que tendrá que estar cumpliendo con toda la legislación que estamos imponiendo aquí. 


Esto no quita que haya un punto específico en el que se pueda mejorar, pero al remitir al 
Código de Minería lo que se está haciendo es pedir expresamente la aprobación del Poder Ejecutivo 
para este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Ministro me permite, quiero decir que eso no soluciona el tema de 
la cesión de las acciones; habría que incluir algo a ese respecto. 


SEÑOR MASOLLER.- De todas formas, lo importante a destacar es que en caso de que se presentara 
un eventual comprador de todo el proyecto, ese comprador estaría sujeto a las mismas condiciones del 
contrato original y, por lo tanto, el incumplimiento de alguno de los requisitos establecidos en él 
produciría la caducidad del título. De alguna forma, esto sería una garantía que el Estado se reserva 
para que la concesión vuelva, si se quiere, al propio Estado, y se pueda buscar nuevos inversores; este 
es un cambio muy importante con la situación actual. 


De acuerdo con el actual Código de Minería, la situación es bastante peor, porque el 
comprador se queda con el título durante todo el período de la concesión, por lo que es prácticamente 
imposible revertir ese otorgamiento del derecho de explotación. Realmente, eso generaría un gran 
perjuicio para el Estado, por el hecho de que no se pudiera explotar ese yacimiento en las condiciones 
que se establecieron. De alguna forma, eso está mitigado por la lógica del contrato, mediante el cual si 
el nuevo comprador incumple algunas de las condiciones, automáticamente se rescinde el contrato y 
se baraja de nuevo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me voy a poner de su lado. Se necesita la autorización cuando se vende la 
mina, el negocio, la empresa o las acciones y, obviamente, producto de esto se va a generar renta y, si 
esto sucede, el Estado uruguayo debe cobrar sobre la misma, porque quien la generó lo hizo sobre una 
inversión al país y debe pagar. Si no somos cuidadosos con eso, podemos terminar causando un 
perjuicio a la recaudación. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Por nuestra parte, conocemos que ha 
explotado minas en Brasil y las ha vendido correspondientemente, por lo que no se trata de un tema 
que no se conozca. La ley está pensada teniendo en cuenta cuatro, cinco o seis posibilidades que 
pueda tener el país, pero en el caso de Aratirí el antecedente más inmediato es prospección 
exploración, y luego venta de la mina de Brasil. 


En lo que tiene que ver con el Capítulo IV, referente al régimen tributario, lo central es un 
nuevo impuesto que, siguiendo las tendencias mundiales -luego veremos esto más en detalle 
con el economista Masoller-, intenta llevar la tributación, por un lado, contingente a las ganancias 
operativas y por lo tanto a los precios del mercado y, por otro, complementaria a los impuestos 
existentes. Es decir, se trata de un impuesto a las ganancias extraordinarias que da la minería por ser 
un bien extractivo. 


SEÑOR MASOLLER.- A nivel internacional, la minería así como la explotación de otros recursos no 
renovables, está sujeta a regímenes específicos, porque se trata de recursos cuya propiedad es de los 
Estados. Por lo tanto, se entiende que la explotación de los mismos debe reportar una determinada 
renta para el Estado, principal propietario de esos recursos. Se trata de recursos finitos, no renovables, 
y por tanto su extracción altera el capital natural del país, reduciendolo. Por eso el señor Ministro 


explicaba la lógica de sustituir un activo por otro activo. En ese sentido, los países con tradición minera 
han implementado regímenes especiales, regalías, cánones, impuestos específicos, a los efectos de 
apropiarse de una parte de las rentas generadas por la explotación de esos recursos, propiedad 
estatal. En el negocio minero hay una renta extraordinaria en algunos períodos, generada por 
variaciones de los precios de los productos minerales, los cuales son muy volátiles. En algunos 
períodos se generan rentas extraordinarias debido a fuertes crecimientos de los precios de los 
minerales que en principio no determinan la decisión de inversión. 


Es decir que las inversiones se concretan bajo supuestos de precios determinados normales. 

Y ocurre, muy a menudo, que por factores de la oferta y la demanda, se generan situaciones de 

precios elevados, durante determinados períodos, generando así rentas extraordinarias. Los Estados 

-especialmente en este último tiempo- han tendido a incrementar su carga impositiva a los 

efectos de gravar una parte de esas rentas extraordinarias, en el entendido de que parte de las rentas 
generadas son de propiedad de los Estados, dueños de los recursos. 


En el Acuerdo Multipartidario alcanzado el año pasado, se llegó a un consenso en torno a 
este tema y se expresó lo siguiente: “El Estado debe participar eficientemente de una parte de las 
rentas económicas generadas por la explotación de recursos no renovables del cual es propietario y 
garantizar una asignación y gestión óptima a los objetivos trazados”. Este consenso al que se llegó en 
el Acuerdo Multipartidario se reflejó en este capítulo del proyecto de ley con la creación del Adicional 
del IRAE que, vuelvo a repetir, recoge las mejores prácticas de tributación minera a nivel internacional. 


Al observar los países de tradición minera, se advierte que en los últimos años buena parte 
de los mismos ya ha ajustado sus regímenes tributarios al alza. Me refiero fundamentalmente a países 
tales como Australia, Canadá y el propio Estados Unidos y, más cerca, en la región, Brasil, Chile y 
Perú. Reitero que todos estos países, en los últimos años han ajustado al alza en forma significativa la 
carga tributaria sobre los emprendimientos mineros. 


En el proyecto de ley se establece un nuevo Impuesto, definido como “Adicional del IRAE”, 
que tiene características de regalía y de canon; esto es, tiene una especificidad para la producción de 
minerales en el marco de los proyectos de gran porte. Lo que se hace aquí es, a partir de lo que se 
define como “actividad minera pura”, calcular cuáles son los ingresos operacionales mineros. 
Concretamente, se establece cuáles son las actividades mineras, se las explicita y, a partir de allí, se 
define cuál es el ingreso correspondiente a ellas. Luego, de ese ingreso se deducen los costos de 
producción, los costos operativos y los costos de capital y se alcanza el concepto de “renta bruta 
operacional minera”, a la cual se agrega un conjunto de posibles deducciones, tales como pérdidas de 
Ejercicios anteriores, costos de exploración y prospección, así como estudios ambientales vinculados 
directamente al proyecto. Es decir que, además de los costos operativos y de los costos de capital, se 
admite un conjunto de deducciones. Finalmente, se llega al concepto de “renta neta operacional 
minera”, vinculado estrictamente a lo que es la actividad minera primaria, que no está sujeta a 
beneficios sobre los impuestos a la renta. A través de esta definición se calcula el margen operacional 
minero, que es el elemento fundamental para definir cuál será la tasa efectiva de imposición. 


Esa tasa se define como una función de ese margen operacional minero. Es el 90% de ese 
margen menos un 0,25. Esto está calibrado para obtener, de alguna forma, una carga impositiva que 
va entre el 50% y el 60%, dependiendo de cuál es el margen operacional minero en cada Ejercicio. La 
tasa puede ser de cero o más alta, pero se establece un tope. Si el margen operacional minero es 
superior a 0,70, se topea la tasa; es decir que, como máximo, podría alcanzar un 0,38%. Cabe aclarar 
que esa tasa siempre es positiva. En un caso normal, esto es cuando no hay rentas extraordinarias, la 
tasa es cero -dada la fórmula de cálculo- y crece con la rentabilidad del proyecto. Como pago de esa 
tasa, se admite el canon de producción. De esta forma se obtiene una tasa efectiva total de imposición 
del régimen y la rentabilidad del proyecto, como se va a mostrar a continuación. 


Se plantearon diferentes ejercicios con los precios posibles internacionales del mineral que 
se está produciendo y algunos costos, y en función de eso se definieron los diferentes conceptos del 
adicional del IRAE. De ahí surge cuál es la tasa efectiva de imposición que puede variar entre los 
mencionados porcentajes. 


En el gráfico que vemos a continuación, la línea más oscura muestra el régimen actual que 
es el régimen general más el presente canon de producción del 5%. Eso genera una tasa efectiva de 
imposición que es regresiva; es decir que cuanto más alto es el precio del producto de venta y más alta 
es la renta generada, menor es la tasa efectiva de imposición. Este régimen es consecuencia de que el 
canon actual del 5% se calcula sobre el precio de venta, de los ingresos, y por tanto, la carga 
impositiva es menor, en términos de la renta generada, cuanto más alto es el precio de venta del 
producto. En forma alternativa, se presenta la simulación de cuál sería la carga efectiva de imposición 
considerando todos los impuestos -esto es, el Impuesto a la Renta, el Impuesto a la remisión de 
utilidades, el Impuesto a los dividendos y, por supuesto, el nuevo Impuesto que se propone-, lo que 
determina una tasa efectiva de imposición total del orden del 45% al 60%, dependiendo del escenario. 
Es importante destacar que los parámetros de imposición se encuentran en línea con lo que son las 
prácticas internacionales en materia de imposición de estos regímenes, que se ubican en el entorno del 
50%. Quiere decir que si se toman en cuenta los precios normales, Uruguay no presenta un régimen 
impositivo más gravoso que otros países mineros. Este Impuesto necesariamente debe cerrar con una 
rentabilidad atractiva para el inversor porque, de otra forma, no sería viable el proyecto. No contamos 
en este momento con los ejercicios de simulación que se realizaron -fueron presentados en la Cámara 
de Representantes y se los podemos acercar si los señores Senadores lo entienden conveniente-, que 
muestran que en los escenarios bajos de precios, las rentabilidades son del orden del 18% al 20%, y si 
uno asume supuestos de precios más altos, del orden de US$ 120 o US$ 150 la tonelada, la 
rentabilidad sería más alta, del orden del 25% al 30%. 


Por lo tanto, creemos que se logra compatibilizar el interés genuino del Estado en términos de 
apropiación de una parte de la renta generada por estos proyectos, con la rentabilidad necesaria para 
hacer atractiva la inversión y para concretar el negocio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar al Capítulo “Ingresos del Estado”. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Este Capítulo refiere, dentro de las cuatro 
dimensiones, a la dimensión de gobernanza, es decir, a cómo se van a manejar los recursos que se 
obtienen a partir de lo expuesto anteriormente sobre el contrato de inversión y el régimen tributario 
nuevo que se agrega en ese sentido. 


Los conceptos que se van a considerar en este Capítulo “Ingresos del Estado” se refieren a 
la recaudación del Canon de Producción y su adicional, si existiere, del Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas -IRAE-, y así sucesivamente; estos ingresos serán identificados como 
concepto de Ingresos por Minería de Gran Porte. De esta manera, estamos haciendo una aproximación 
al proyecto que está más avanzado -de los varios que hay-, en el cual se da una idea de cuáles serían 
los ingresos; hoy lo mencionaba a raíz de algunas preguntas que se hacían sobre la parte de 
exoneraciones. Básicamente, con esos 18:000.000 de toneladas, a un precio del hierro convergiendo a 
US$ 120 la tonelada, estaríamos recaudando -va a ser variable, de acuerdo a los precios- un promedio 
entre US$ 600:000.000 y US$ 800:000.000 por año en concepto de ingresos de la Minería 
de Gran Porte. Evidentemente, si se cumpliera este proyecto y algunos otros, esto es un ingreso 
significativo, tal como dijimos al principio de la exposición. Y como significativo que es, la intención es 
preservar parte hacia al futuro y parte aplicarlo en la actualidad. En definitiva, ¿cómo se aplican los 
ingresos que se obtienen? Esto lo vamos a ver en la siguiente diapositiva. 


De los recursos mineros, tenemos los distintos impuestos existentes, y se vierte un 70% al 
Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión y un 30% a créditos presupuestales dirigidos en su 
gran mayoría -60%- a financiamientos de proyectos productivos: de infraestructura, de riego, 
ambientales, etcétera, que contribuyan todos ellos al desarrollo sustentable nacional. 


Quiere decir que, por un lado, el dinero en su mayor parte va directamente al Fondo y, por 
otro, a proyectos que también tienen que estar enfocados hacia el futuro, es decir, proyectos de 
sustentabilidad; por eso se menciona la infraestructura, el riego, ambientales, entre otros. 


Dentro de ese porcentaje del 30%, hay un 30% que se destina al Fondo de Desarrollo del 
Interior. Como decíamos, la zona donde se realice la minería de gran porte seguramente va a necesitar 
un reforzamiento de su infraestructura, así como de aspectos que tienen que ver con la educación, la 
salud y demás, porque se forma un polo de desarrollo local bastante importante; un 5% va a ir al 


financiamiento de proyectos educativos en el interior, por la misma razón, porque la educación es un 
tema central en la formación de una cadena de valor; y un 5% se destinará al fortalecimiento de las 
capacidades técnicas de la Dinama y la Dinamige que, en definitiva, son los dos controladores del 
proyecto: uno por el lado ambiental y el otro por el de la explotación minera en sí misma. 


¿Por qué establecer un Fondo Soberano de Inversión con el 70% de lo que tenemos, 
mientras que el resto se aplica a los objetivos que mencionábamos? Este es el seguimiento de las 
mejores prácticas. Así como señalábamos que, en general, los Impuestos vienen aumentando en el 
mundo porque estamos hablando de recursos extractivos cada vez más escasos, también en el mundo 
hay algunos ejemplos como el Fondo Noruego y otros no tan conocidos; pero no son tantos. Estamos 
adelantando mucho. Esto es fruto de un Acuerdo; los cuatro partidos estaban totalmente alineados en 
formar un Fondo Soberano de Inversión. Asegura los activos para las generaciones futuras, 
transformando un activo no renovable en otras formas de capital. 


Se podrá invertir en instrumentos financieros enumerados taxativamente por la ley -está 
disponible la información para los señores Legisladores-, a propuesta del Poder Ejecutivo pero siempre 
con la aprobación correspondiente; en proyectos de investigación y desarrollo; en proyectos de 
incorporación de tecnología en la educación pública; en proyectos de adaptación y mitigación del 
impacto del cambio climático; en cancelaciones de endeudamientos futuros, siempre que tengan 
vencimientos a más de quince años para mantener el concepto de solidaridad intergeneracional. 


En todo caso, este Fondo va a estar administrado por un Comité de Dirección y por el Banco 
Central del Uruguay, que es el organismo que lo administrará diariamente y ya tiene un Área de 
Gestión de Activos y Pasivos. Luego se hace una descripción en la diapositiva, pero no vamos a 
detallarla para no extendernos demasiado. El Comité de Dirección -lo integran varios Ministros- da las 
líneas estratégicas de inversión para las cuales tendrá que operar después el Banco Central del 
Uruguay y, a través de esas líneas estratégicas, luego controla los planes operativos, aprueba el 
reporte anual, revisa el desempeño del Fondo y efectúa audiencias públicas. 


En este tema, al igual que en la actividad extractiva, la transparencia tiene que ser máxima; 
sin duda, esa es la tendencia internacional, y la compartimos. 


Esto es cuanto quería manifestar sobre el Fondo en forma muy sucinta. 


Entrando ahora en los dos capítulos finales, trataremos el tema, sin duda importante, del 
canon de producción y otras normativas ad hoc muy puntuales. 


En minería de gran porte, el canon de producción se sigue determinando de acuerdo con el 
artículo 45 del Código de Minería, que reformáramos en el año 2011, mediante el cual se reparte un 
2% para el superficiario y un 3% para el Estado, sobre la facturación. Por aquí dejamos de momento el 
Impuesto de minería de gran porte. 


En lo que respecta a la distribución del canon, el 2% que fue planteado y aprobado en la 
Cámara de Representantes y que fuera propuesto también en el proyecto original, aunque con 
diferentes valores e inversiones, es el establecimiento de un tope diferencial según se trate de predios 
o áreas de intervención directa o áreas de intervención indirecta. En el caso del área de intervención 
directa, se prevé que llegue hasta un máximo de quince veces el valor de mercado de los 
arrendamientos por hectárea de la zona para usos productivos similares y, en el área de intervención 
indirecta, que es la de los depósitos y demás, hasta siete veces el valor de referencia mencionado. En 
todo caso, esto será calculado por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Con esto ustedes tienen una idea de cuáles son los valores porque, por un lado, nosotros 
teníamos que llegar al compromiso de promover la actividad para el superficiario en las etapas previas 
y, por el otro, debíamos hacer una distribución de modo tal que la suerte no se transformara en un 
excesivo ingreso. De todas maneras, los ingresos que han quedado son altos. Cuando hicimos los 
cálculos vimos que se acerca al 2%, es decir que lo que sobre, a raíz de los topes -si es que estos se 
aplican-, es el 2% o el tope y eso se vuelca de nuevo al Fondo para las futuras generaciones. 


Finalmente, se refuerza de manera importante el régimen de infracciones, porque estamos 
hablando de diferentes volúmenes a los que manejaba el Código de Minería tradicional. Pero, además, 
en todo este proyecto de ley hemos incorporado -en la tarde de hoy lo explicamos- varios caracteres 
más que el Código de Minería no tenía. Entonces, la introducción de sanciones, y con montos bastante 
superiores, es un elemento que va a hacer que el minero de alguna manera deba tomar precauciones 
en ese sentido, pero también pensamos que ello asegura al país el cumplimiento de lo previsto en los 
programas y demás. Estamos muy acostumbrados a que a veces las multas son demasiado bajas; 
aunque debo decir que estas no son demasiado altas, sino que son acordes a los volúmenes que se 
manejan en este tipo de minería. Por ejemplo, se establecen categorías de gravísimas, muy graves, 
graves y leves y se fijan montos de multas que comienzan en 0,1% -que son las leves-, que parece un 
monto muy pequeño, pero si la facturación es, por ejemplo, de US$ 1.500:000.000 o de US$ 
300:000.000, igual el porcentaje es muy significativo. En los casos más graves las multas pueden 
alcanzar hasta el 10% del volumen de producción medio anual y, lógicamente, en el caso de sanciones 
pueden llegar a aquellas referidas al permiso en sí mismo. Quiere decir que aquí se actualiza el 
régimen de sanciones, estableciéndose muy claramente cuáles son las categorías y los valores que se 
pueden sancionar. Esperemos que todo esto no se produzca porque, evidentemente, de lo que se trata 
es de lograr un mejor desarrollo y en las mejores condiciones posibles, con un instrumento más fuerte 
del que existía hasta el momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a formular dos preguntas con respecto a los artículos 62 y 63. 


El artículo 63 establece que el monto que se puede llegar a pagar de canon es entre quince y 
siete veces -según si es directo o indirecto- el valor de mercado de los arrendamientos por hectárea en 
la zona para usos productivos similares a los desarrollados a la fecha de suscripción del contrato de 
Minería de Gran Porte, de acuerdo con los indicadores elaborados por el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. No es que se vaya a pagar quince o siete veces, sino que como es un porcentaje 
no puede superar eso. Aquí se establece un máximo pero no se fija un mínimo; quizás debería 
establecerse el mínimo, por lo menos equivalente a un arrendamiento, porque uno nunca sabe qué 
puede pasar con los mercados en el futuro, ya que se puede dar en el día de mañana -ojalá no ocurra-, 
por ejemplo, en un contrato, por determinada actividad, a veinte años. Me parece que el mínimo que 
siempre habría que pagar sería, por lo menos, el equivalente a lo que un productor pudiera arrendar 
por un predio similar. Entonces, entiendo que en el artículo 63 debería establecerse un mínimo de uno 
a un máximo de siete, o un mínimo de uno a un máximo de quince. 


Con respecto al artículo 62 tengo alguna duda de lo que sería el área de intervención 
indirecta y su definición. Este es un error que a veces se comete en la elaboración de las leyes, ya que 
se habla más que nada de foco y no de perifoco. También en base a ese proyecto ya multicitado, 
hemos leído en los estudios que, por ejemplo, van a utilizar explosivos tres veces por día. Obviamente, 
alguien que tenga su pequeña explotación lindera a donde utilizan tres veces por día explosivos o hay 
todo ese movimiento -una zona indirecta donde no se están ejecutando actividades mineras o conexas 
no comprendidas en el artículo anterior-, está siendo perjudicado. Por lo tanto, creo que esa situación 
de productores que no podrán llevar a cabo su tarea por la propia cercanía con una explotación de esta 
envergadura, también debería ser considerada. Creo además que la empresa también debería 
considerar la situación dentro de lo que es el área de intervención indirecta. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Tomamos nota del tema del mínimo de 
uno, que se podría dar -como recordarán los señores Senadores, el contrato fijaba la explotación 
promedio y el mínimo- por el lado de los precios -es decir que hubiera una gran debacle de los 
mismos-, más que por el volumen de explotación, a no ser que se estuviera incurriendo en algún tipo 
de violación. Es claro que podría dar y parece de consideración lo que se plantea. Básicamente lo 
discutirá el Senado, pero entendemos que fijar el uno es el equivalente a fijar a cuánto ascendería la 
explotación si no estuviera la minera en ese momento. Es bastante hipotético, pero podría darse en 
ese sentido. Hay que confrontarlo con los valores de servidumbre, que son los que se pagan cuando 
no hay explotación. Por eso, quizás a los señores Senadores les podemos clarificar un poco los 
montos en ese sentido. 


El otro caso refiere al artículo 62. Como decíamos, en el proyecto inicial habíamos 
establecido las tres zonas. Fijense los señores Senadores que el artículo refiere a las actividades 
linderas o conexas. El tema está en que todo lo que rodea es tan amplio, que al mirar el mapa 
prácticamente queda poco del pozo central que no esté rodeado por actividades. 


Entre las actividades detalladas en el artículo 8% del proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes, se encuentra la extracción de minerales -se trata directamente de los explosivos- y 
el depósito de desmontes. Ahora bien, todo lo que viene a continuación son actividades resultantes de 
la extracción misma, como preparación y beneficiación de minerales -que incluyen, entre otras, 
operaciones de trituración, flotación, etcétera-, decantación de materiales en piletas, traslado con 
cintas transportadoras, tratamiento de residuos, depósito de minerales concentrados adyacentes, 
tareas relacionadas al cierre de minas, operaciones de mantenimiento y reparación de equipos, acopio 
de sustancias explosivas -no la explosión, sino el acopio-, depósito de insumos químicos y tareas de 
apoyo, como las administrativas, sanitarias y también de laboratorio. 


Inicialmente consideramos la posibilidad del área lindera -lo que tuvimos en mente a raíz de 
nuestra comparecencia en el año 2011 para conversar sobre estos temas y de acuerdo a algunas 
consideraciones posteriores-, pero cuando se vio la cantidad de temas que hay alrededor de la mina, 
se consideró que en ese caso los linderos estaban como amortiguados por todas estas actividades. 
Transmito básicamente cómo fue la definición de ese tema. 


En el área de intervención indirecta están las actividades de amortiguación, que es propio de 
lo que exige el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Eso se suma -se 
consideró en su momento- y, por lo tanto, se consideran todas esas actividades. En el área de 
amortiguación prácticamente no habría impactos linderos. Esa es la realidad de la situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quería comentar que fuimos a Valentines y Cerro Chato con el señor Senador 
Martínez -quien debe recordar bien ese momento-, recorrimos las instalaciones de Aratirí y nos 
entrevistamos con algunos productores. Recuerdo el caso de una productora que tenía 70 hectáreas, 
que nos mostró dónde habían hecho la prospección: a 10 metros de la ventana del dormitorio; se podía 
ver el caño que habían instalado. Es más, estaban a 100 metros de la casa. Las autoridades de Aratirí, 
en aquel entonces reconocieron que se habían equivocado con la primera empresa que subcontrataron 
para hacer esos trabajos, pues había causado muchos perjuicios y provocado este malestar existente 
en la zona. Tan malo fue el trabajo, que terminaron despidiendo a esa empresa, que era de origen 
argentino, rescindiéndole el contrato. 


Quizás, se tendría que agregar que dentro de la zona de intervención directa se incluye la 
zona de amortiguación, a la que refiere el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. Pensando en esos productores que, como esa señora que tiene 70 hectáreas, van a recibir 
el impacto de explosivos a 20 metros tres veces por día, me parece que se debería prever la obligación 
de incluir la zona de amortiguación, porque además respecto a la rentabilidad del proyecto no 
ocasionaría una gran diferencia. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Agradezco la sugerencia. Pienso que se 
podría incluir, agregando una disposición sobre este punto, y contemplar al mismo tiempo el esquema 
general. Por supuesto, lo decidirán los señores Senadores, pero el punto se podría zanjar de esa 
manera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación podríamos ingresar en el último capítulo. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- El último capítulo prácticamente es una 
síntesis y en él simplemente se responde esa pregunta que nos hacemos muchas veces en cuanto a si 
seremos un país minero: no; seremos un país diversificado, con minería. Básicamente, estamos 
entrando en una nueva fase en la explotación minera. 


A continuación, se puede observar el valor como un porcentaje importante de la riqueza del 
país, en la medida en que avancen los emprendimientos, mientras que en la siguiente diapositiva se 
muestra la relación con la exportación. El proyecto hoy prevé 18:000.000 de toneladas, cifra similar al 
sector de la agricultura, un poco más que en el de la carne. Después, si se suman otros proyectos, se 
seguirá incrementando. En principio, será como se describe en color verde, pero, como decíamos, en 
el futuro se prevé una diversificación bastante importante. 


En conclusión, entendemos que la minería de gran porte, realizada con innovación y 
aplicando las mejores tecnologías disponibles -que es como siempre se trabaja con una minera nueva-, 
con las debidas salvaguardas y garantías ambientales, con estos instrumentos económicos 
intergeneracionales que hemos detallado, gestionados con transparencia y control social -como se ha 
propuesto en artículos específicos, que no mencionamos por hacer la síntesis-, que refieren a la 
cadena de valor, al Consejo Sectorial Minero y al Comité de Seguimiento, es posible implementar un 
marco de desarrollo sostenible que va a enriquecer mucho al país y a las generaciones futuras. 


Esa es nuestra visión y nuestra opinión. 
Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos leído declaraciones de representantes de la Empresa Aratirí, tantas 
veces mencionada, donde se ha expresado que, si se aprueba esta ley, su inversión no sería viable. 
Así lo han expresado a los medios de prensa. 


Quisiera saber si se lo han planteado a las autoridades del Ministerio y si estiman que será 
así. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- De acuerdo a algunos de los cuadros que 
mostramos anteriormente, estimamos que con esta nueva normativa el proyecto sería viable. En 
algunas conversaciones hemos clarificado el contenido de lo que se ha aprobado hasta el momento, 
porque al leerlo, a veces, no se entiende y menos si no se ha participado en todo su desarrollo. 


Diría que la base de nuestra opinión -después se verá a ciencia cierta- se centra en el monto 
al que ascendería la tasa interna de retorno a nivel internacional para los proyectos mineros. Está claro 
que esas tasas oscilan según el país; no es lo mismo Australia y Canadá que África. Por suerte, 
nosotros estamos más cerca de Australia y Canadá por nuestras seguridades jurídicas y quizás 
tengamos un poquito más de inexperiencia que esos países -este es un tema a considerar- pero, de 
todas maneras, hemos hecho comparaciones con las TIR de otros proyectos basándonos, en definitiva, 
en distintas minas. Estamos hablando de las minas Champion y Millenium de Canadá y de otros países 
como, por ejemplo, de Australia, la Carpentaria; y de Suecia, la Nordland. En definitiva, hemos buscado 
cuáles son esas TIR y las hemos calibrado; veremos qué resulta de la negociación. 


Entendemos que la TIR -la Tasa Interna de Retorno- es razonable como para que esto 
avance, pero estamos sujetos a terminar las negociaciones que no sólo son económicas sino que en el 
futuro van a tener que ver con todos estos aspectos que aborda el contrato, es decir, cómo se trasmite 
la información y todo lo demás. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro y de la señora Subsecretaria 
del Ministerio de Industria, Energía y Minería, así como también de sus asesores y acompañantes, y la 
información que nos han dado, que ha sido muy completa. Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Los agradecidos somos nosotros. 


(Se retiran de Sala el señor Ministro de Industria, Energía y Minería, la señora Subsecretaria de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, el Director de la Asesoría Macroeconómica del 
Ministerio de Economía y Finanzas y asesores.) 


SEÑOR CLAVIJO.- La propuesta que queremos hacer no solo consiste en dar prioridad al tema de la 
minería de gran porte, sino también quemar etapas y acelerar el proceso dando las respuestas a todas 
aquellas delegaciones que soliciten entrevistas con la Comisión. Concretamente, nuestra propuesta es 


que no haya receso después del 18 sino que aprovechemos los miércoles 22 y 29 para realizar las 
reuniones de la Comisión y para atender a las delegaciones que así lo soliciten. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para aclarar si he comprendido bien la propuesta, ¿eso incluye a las 
delegaciones que soliciten audiencia por este tema? 


SEÑOR CLAVIJO.- Efectivamente, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, por este tema han solicitado audiencia dos delegaciones, según 
tengo entendido. 


SEÑOR COURIEL.- A la Comisión de la Cámara de Representantes concurrieron 17 delegaciones. De 
manera que creo que la Secretaría debería ver de qué manera se pueden incorporar las que deseen 
venir a la Comisión del Senado, para que las podamos atender este mes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La idea es que las invitemos? 


SEÑOR COURIEL.- Simplemente propongo que la Secretaría lo haga de la mejor manera; no estoy 
fijando ninguna posición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, estaríamos fijando dos sesiones extraordinarias para los días 
miércoles 22 y 29 a la hora 16 y le cometeríamos a la Secretaría que averigúe quiénes son los que 
quieren visitarnos. Por mi parte solicitaría, si es posible, que comparecieran los representantes de 
Aratirí. 


SEÑOR CLAVIJO.- Podrían participar dentro de la delegación de la Cámara Minera. 


SEÑOR COURIEL.- Creo que hay por lo menos siete u ocho delegaciones a las que vale la pena 
escuchar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podemos transmitir las sugerencias directamente a la Secretaría. En mi caso, 
propondría convocar a la Cámara Minera, en el entendido de que, obviamente, tenemos especial 
interés en escuchar a Aratirí. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, procederíamos de esa manera. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 20 y 8 minutos.) 
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